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“Una de las cosas que recuerdo es que mis abogados sabían muchas cosas 
sobre el caso pero no sabían lo que estaba pasando dentro de mi persona”  
Diana Ortiz. Víctima  
 
 
El Estado Colombiano viene adelantando un doble esfuerzo: para  obtener una 
salida negociada al conflicto armado, y para reparar de manera integral las víctimas 
del mismo, adoptando una serie de medidas a través de la actividad legislativa, 
dentro de un marco jurídico  denominado justicia transicional. 
Al interior de dicho marco se ha expedido la Ley 1448 de 2011 para la atención, 
asistencia y reparación integral de víctimas del conflicto armado interno, 
denominada comúnmente como Ley de Víctimas y Restitución de Tierras, mediante 
la cual se adoptan medidas que van a ser adelantadas por parte de los diferentes 
órganos del Estado en sus diversos niveles, tendientes todas a lograr la reparación 
integral de las víctimas, con el fin de corregir las situaciones de injusticia 
históricamente soportadas por lo miembros de este grupo. 
Así, en el presente trabajo se intenta analizar el contenido material de la norma 
bajo una perspectiva iusfilosófica, esto es, examinando la distancia que se 
encuentran entre las nociones jurídicas que establece la ley, y los conceptos 
filosóficos. La investigación gira entonces sobre las nociones reconocimiento, 
redistribución y la noción de víctima .Un reconocimiento que apunta a la 
reivindicación de los derechos de la víctima, junto al restablecimiento de sus 
necesidades psicosociales. La redistribución que se dirige al resarcimiento de las 
condiciones materiales que haya perdido la víctima. Y una noción de víctima que, al 
ser confrontada en el análisis, muestra el carácter crítico en que puede caer la ley.  
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La forma en que es expuesto este análisis es la siguiente: un primer capítulo en el 
que se establece de manera puntual el elemento conceptual relevante incorporado 
por el legislador en la norma jurídica, y que tiene implicaciones directas en relación 
con la materialización de la justicia; es decir, identificaremos los elemento 
conceptuales - jurídicos que serán con posterioridad analizados en relación con los 
contenidos filosóficos definidos, especialmente los de víctima, justicia, perdón y 
reparación integral. En este capítulo se logra indicar las dificultades de la noción de 
víctima expresa en la ley. La problematización de dicha noción atravesará, desde 
distintas perspectivas, todo el trabajo. 
 En el segundo capítulo se revisan las medidas reparadoras contempladas en la ley 
a la luz de los conceptos de reconocimiento y redistribución, lo cual nos permitirá 
establecer con claridad cuál es el concepto de justicia que se encuentra implícito en 
la norma, a partir de la naturaleza que posean las diferentes medidas adoptadas. Al 
extraer de la norma dichos conceptos,  se verifica su relación con las nociones 
presentadas por Axel Honeth y Nancy Fraser.  
En el tercer capítulo se problematiza la noción de víctima contenida en la ley. Cómo 
la ley, mediante la estipulación arbitraria de la fecha que define a la víctima (1° de 
Enero de 1.985), excluye de una reparación integral – material para ser 
específicos- a las víctimas anteriores a la cláusula. Cómo la exclusión y la falta de 
resarcimiento integral, son otras formas de decir que la víctima tiene un trato 
desigual frente a la ley. A partir de este momento, se toma en consideración la 
perspectiva de la víctima, mostrando cómo se generan en ella sentimientos 
morales que desplazan la posibilidad del perdón, a saber, el resentimiento y la 
culpa. 
De esta manera, la critica que intentamos ponderar toma un cariz ético y no 
jurídico. Es decir, que aún cuando encontramos que la ley no tiene un trato integral 
con ciertas víctimas, poniendo en tela de juicio principios rectores como el de la 
igualdad; y aún cuando existen sentencias que apoyan este trato desigual a las 
víctimas, precisamente por la fecha estipulada.  La crítica pone un énfasis especial 
en los conceptos morales que desbordan la ley – como el perdón- y que no 
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permiten, a la vez, alcanzar el fin último propuesto por norma: la paz y la 
reconciliación.  
De esta mera, encontramos que la ley que busca re-establecer en la víctima la 
posibilidad de la justicia, se torna injusta, por lo menos en la redistribución de sus 
pérdidas materiales. Y aun cuando la ley asuma que su no caída en incongruencias 
constitucionales garantiza la positividad del proceso, y siga adelante sin importar 
las manifestaciones de las víctimas, alcanzando quizá un tipo de perdón político y 
jurídico; lo cierto es que el perdón moral, desde el punto de vista de la víctima es 
difícilmente realizable. Haría falta todo un proceso debate público que denuncie las 
incongruencias de la ley, y que, a la postre, genere factores de cambio que 























CONCEPTOS JURIDICOS QUE FUNDAMENTAN LA LEY 1148 DE 2011 
 
“Uno tiene dos opciones o te sientas a llorar tu desgracia o sigues adelante, 
sin pensar en ella, y entonces es el problema porque no lo asimilas. Te 
puedes sentar a llorar, pero también te tienes que poner a pensar como 
asimilar esa desgracia para que conviva con uno sin hacerte tanto daño, mi 
mamá esta en ese proceso. Recién ahora ella lo ve de diferente manera a ella 
le ha ayudado muchísimo este proceso. Ahora ya no se nos enferma como 
antes a cada rato y el médico nos decía que no tenía nada”  
Mayarí de Lion. Víctima.   
 
A lo largo de los años, Latinoamérica lleva consigo la experiencia de la creación de 
políticas del reparación mediante la inclusión de victimas a programas políticos que 
pretenden hacer justicia con los involucrados en actos de violaciones de los 
derechos humanos en pro de la estabilidad política; esto desde las experiencias de 
los pactos realizados entre los gobiernos democráticos y las dictaduras a través de 
mecanismos de justicia razonables que posibiliten la creación de acuerdos, 




“El objetivo de la estabilización política es el más evidente, puesto que todos, 
protagonistas y estudiosos, lo consideran como tal, aunque estén en desacuerdo 
respecto a su carácter de necesidad y a su aceptabilidad moral. Los mecanismos de la 
justicia de transición deben contribuir, al menos a corto y medio plazo, a la 
construcción de un acuerdo “razonable” entre los gobiernos democráticos y los 
dictadores, así como entre los sectores que los apoyaron”(Sandrine L. F., 2003) 
 
Con lo anterior, se hacen evidentes dos ámbitos a la hora de comprender las 
políticas de reconciliación y sus implicaciones éticas: Por una parte, los acuerdos 
de carácter político estipulados en mecanismos legales que permitan la estabilidad 
política; de los cuales se desprenden leyes internas y programas de reconciliación 
y reparación a víctimas. Por otra, el desacuerdo en cuanto la aceptabilidad moral y 
la necesidad de dichas leyes. En este punto, encontramos cierta tensión entre los 
conceptos que sustentan las políticas adoptadas y ciertos caracteres de tipo moral 
que permean las instancias del derecho. 
Colombia no ha sido ajena a dichos procesos, especialmente por la existencia 
permanente del factor violencia a lo largo de nuestra historia, que ha estado 
presente, no solo a partir del momento de la conquista española y hasta nuestros 
días, sino antes de dicho acontecimiento histórico entre las diferentes comunidades 
aborígenes, habitantes ancestrales de este territorio. 
 
“Existe continuidad entre los episodios innegablemente violentos que han ocurrido a 
lo largo de la historia: las guerras y la violencia precolombina, los horrores y 
matanzas de la Conquista; la opresión, la cruenta dominación a los nativos y las 
demás injusticias de la Colonia, las frecuentes y caóticas guerras civiles de la vida 
republicana, los conflictos sociales del Siglo XX, el Bogotazo y los horrores de la 
Violencia política y, más adelante, el auge de la guerrilla. Así se concluye que 
Colombia ha sido siempre un país violento. 1 (Posada, 2001) 
 
 
El surgimiento de la denominada violencia política, entre las facciones 
conservadora y liberal que colmaban el espectro político nacional,  conllevó a la 
creación del Frente Nacional, figura que permitió culminar con dicho 
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enfrentamiento. No obstante, de otra parte, a finales de los años 50  la creación de 
esta figura devino en la transformación de  movimientos campesinos en guerrillas 
revolucionarias que bajo la influencia de la revolución cubana y de la ideología 
marxista, leninista,  maoístas, surgen en Colombia (FARC-ELN-EPL); esto se debió 
a la inexistencia de espacios de participación política y expresión ciudadana, 
limitados al máximo por la ocupación absoluta de todos los espacios de poder por 
el bipartidismo tradicional imperante.  
A su vez, y como reacción al auge de estos grupos armados, se forman en 
Colombia los denominados “paramilitares”, cuyo fin primordial inicialmente es 
contrarrestar el actuar de los grupos subversivos en sus prácticas recurridas, 
adelantadas principalmente para garantizar su financiación, tales como, secuestro,  
extorsión,  abigeato, narcotráfico, entre otras; para posteriormente entrar  en 
disputa armada por zonas específicas del territorio colombiano, convirtiéndose en 
un actor central generador de violencia, conjuntamente con las guerrillas y las 
fuerzas armadas del Estado mismo, incapaz este último a la fecha de garantizar 
bajo su poder el uso monopolístico de las armas.  
Bajo esta dinámica de confrontación entre las fuerzas armadas del Estado con los 
grupos al margen de la Ley por el control del territorio y el monopolio sobre el 
manejo de las armas, ha surgido el denominado conflicto armado interno, llamado 
de esta manera para ser diferenciado de la denominada delincuencia común, y de 
los conflictos regulares entre Estados. 
La definición de conflicto armado interno se encuentra en el Artículo 1° del 
Protocolo II adicional a los acuerdos de Ginebra, que fue ratificado por Colombia en 
1994. Según dicho estatuto internacional se habla de “conflicto armado de carácter 
no internacional”, equivalente a conflicto armado interno, cuando un Estado es 
confrontado por una o varias fuerzas armadas irregulares, disidentes, organizadas 
bajo un mando responsable, las cuales al ejercer control sobre parte del territorio 
donde pueden adelantar accionar militar de formas sostenida y concertada. 
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La dinámica del conflicto armado interno en Colombia ha dejado a lo largo de su 
desarrollo un número de afectados más que considerables, las cuales a la fecha en 
su gran mayoría, no han recibido reparación alguna por los daños materiales e 
inmateriales sufrido a manos de los diferentes actores; conforman ellos el 
denominado grupo de las víctimas, a quienes el Estado colombiano se propone 
ahora reparar de manera integral. 
Mediante la expedición de la Ley 1148 de 2011, el Estado Colombiano procedió a 
la positivización  las medidas de atención, asistencia y reparación integral que han 
de ser adelantadas por parte de este para con las víctimas del conflicto armado 
interno, con el fin de adoptar medidas efectivas a favor de las personas que han 
sufrido las consecuencias del mismo para lograr la reivindicación de su dignidad, 
facilitar el desarrollo de su proyecto de vida, procurar recomponer el tejido social y 
garantizar la estabilidad política y social, pero especialmente, con el fin de reparar 
la situación de injusticia en que históricamente se han encontrado inmersos los 
miembros de este grupo social. 
Dicha normativa fue estructurada por parte de Gobierno Nacional sobre la base de 
los estándares y principios internacionales que rigen la materia, especialmente las 
orientaciones del Instituto de la Comisión y de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos. Todo lo anterior según se afirma en la edición oficial del texto legal, 
producido por el Ministerio del Interior y de Justicia (Ministerio del Interior , 2012) y 
que puede ser corroborado al analizar la Doctrina de dichos órganos 
internacionales sobre la materia, especialmente el texto “Diálogos sobre la 
reparación, qué reparar en los casos de violación de derechos humanos”, publicado 
por el Instituto Interamericano de derechos Humano (IIDH), bajo su serie 
Neoconstitucionalismo y sociedad. (Beristain, 2010) 
Considerando que dicha norma procura encargarse de la atención, asistencia y 
reparación integral de las víctimas, es claro pues, que lo que pretende el Estado 
Colombiano a través de sus diferentes órganos, es reparar injusticias históricas 
derivadas de los daños sufridos  por las víctimas dentro del marco del conflicto 
armado, iniciando por un ejercicio legislativo desarrollado en función de 
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grupo;adicional a ello, plasmada de un marcado  enfoque diferencial, como se pone 
de presente de manera expresa en la ley misma. 
De esta manera resulta prioritario para las pretensiones de este trabajo, identificar y 
definir los conceptos incorporados por el legislador sobre los cuales se fundamenta 
la ley y que serán finalmente bajo los que se llevará a cabo su ejecución por parte 
de los órganos competentes, para la obtención de los fines propuestos, que al 
unísono apuntan hacia el resarcimiento de situaciones históricas de injusticia, 
sufridas por los miembros del grupo destinatario de las acciones a ser adelantadas, 
denominadas genéricamente como víctimas del conflicto armado. 
La norma bajo examen incorpora en su articulado de manera expresa o tácita 
conceptos como los de víctima, perdón, reparación, reconciliación, verdad, 
memoria y justicia, entre otros, conceptos con una marcada y fuerte carga  
argumentativa de naturaleza moral, que ha sido obtenida a lo largo de análisis y 
desarrollo de dicho conceptos en la tradición filosófica, tradición que ha definido en 
gran medida su horizonte de donación. 
El legislador colombiano al definir dichos conceptos y contemplarlos en el texto 
legal, al definir expresamente el sentido de los mismos,  se distancia 
profundamente del horizonte trazado por la filosofía, proporcionándoles un acervo 
de corte preponderantemente político y reducidamente moral, lo cual, al momento 
del alcance que cada concepto tendrá en la aplicación de las disposiciones legales, 
se verá reflejado al no lograr de manera adecuada reparar las situaciones de 
injusticia histórica que pretende resarcir y alcanzar los demás objetivos 
pretendidos, más aún, constituyéndose en una nueva fuente de injusticia, ante el 
marcado distanciamiento existente entre el contenido político de las disposiciones 
legales y la carga moral implícita filosóficamente en cada concepto.   
No obstante de este aspecto nos ocuparemos en capítulos próximos ya que en el 
presente nos limitaremos a identificar el componente conceptual relevante de la 
norma y hacer algunas consideraciones sobre el alcance de su contenido material, 
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mostrar concretamente algunas de las falencias conceptuales y dificultades que 
generan los conceptos adoptados arbitrariamente por el legislador. 
Procederemos así a identificar los conceptos contemplados en la Ley, la cual hace 
parte del marco jurídico general denominado justicia transicional, procurando definir 
su alcance para proceder en los capítulos siguientes a analizar las dimensiones del 
distanciamiento conceptual con el horizonte del concepto definido por la reflexión 
filosófica y sus implicaciones, algunas de ellas generadoras de nuevas injusticias. 
Sin  más preámbulo entremos en materia: 
 
EL CONCEPTO DE VICTIMA 
La Ley 1448 expedida por el Congreso de la República y sancionada por el 
Presidente Juan Manuel Santos Calderón define claramente para efectos de 
ejecución de la misma que persona es considerada víctima, por consiguiente  
miembros del grupo objeto de la Ley, definiéndolo en su Artículo 3° en los 
siguientes términos: 
LAS VICTIMAS: Se encargó del legislador de manera clara y expresa de establecer 
que personas pertenecen al grupo destinatario de las medidas adoptadas en la 
norma y lo hizo en los siguientes términos, concepto que conlleva implicaciones 
directas respeto a la reparación real y efectiva de la totalidad de las víctimas del 
conflicto y la reparación de sus situación de injusticia.  
 
VICTIMA: Es aquellas personas que individual o colectivamente hayan sufrido un daño 
por hechos ocurridos a partir del 1° de enero de 1985, como consecuencia de 
infracciones al Derecho Internacional Humanitario o de violaciones graves y manifiestas 
a las normas internacionales de Derecho Humanos, ocurridas con ocasión del conflicto 
armado interno. Igualmente adquiere la calidad de víctima quien hubiere sufrido un daño 
al intervenir para asistir a la víctima en peligro o para prevenir la victimización”. 




Del contenido restante del artículo en mención se pueden desprender diversos 
tipos de víctimas, las cuales para efectos del presente trabajo identificaremos y 
denominaremos como se contempla a continuación, en con concordancia con la 
doctrina del Instituto Interamericano de Derecho Humanos:  
VICTIMAS DIRECTAS: Así, podemos establecer con plena claridad los elementos 
constitutivos de la calidad de víctima en los términos legales establecidos,  bajo los 
cuales quien hubiere sufrido el daño lo denominaremos víctima directa, dichos 
elementos son: 
 
 El sufrimiento o padecimiento de un daño. 
 Sufrimiento del daño de manera individual y/o colectivamente. 
 Que el daño se hubiere producido a partir del 1° de enero de 1985 
 Que el daño sea consecuencia de infracciones al D.I.H y/o consecuencia de 
violaciones graves y manifiestas a las normas internacionales de Derechos 
Humanos. 
 Que las infracciones al DIH y las violaciones graves a las normas de DH 
hubieren ocurrido con ocasión del conflicto armado interno. 
El mencionado artículo 3° de la Ley 1448 de 2011, extiende la calidad de víctimas a 
otro grupo de personas, que para efectos del presente trabajo denominaremos 
como víctimas indirectas, haciendo claridad expresa de que no son nominadas de 
esta manera por la ley misma. 
 
VICTIMAS INDIRECTAS: Son igualmente consideradas como víctimas: 
 El o la cónyuge, compañero o compañera permanente de la víctima directa 
sin importa orientación sexual.  
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 Los familiares de la víctima directa que se encuentre respecto a esta en 
primer grado de consanguinidad o primero civil, cuando a la primera se le hubiere 
dado muerte o se encuentre desaparecida.  
 
ELEMENTOS CONSTITUTIVOS 
 Poseer la calidad de cónyuge, compañero o compañera permanente de la 
víctima directa, situación extensiva a las parejas conformadas por personas del 
mismo sexo. 
 Poseer la calidad de familiar en primer grado de consanguinidad o primero 
civil respecto a la víctima directa. 
 Que a la víctima directa se le hubiere dado  muerte o se encuentre 
desaparecida por hechos  consecuencia de infracciones al D.I.H y/o consecuencia 
de violaciones graves y manifiestas a las normas internacionales de Derechos 
Humanos. 
 Que la muerte o desaparición como hechos constitutivos de infracciones al 
DIH y/o de violaciones graves a las normas de DH hubieren ocurrido con ocasión 
del conflicto armado interno. 
Esta conceptualización de las víctimas genera inconvenientes, especialmente en lo 
relacionados con elemento de la temporalidad y las personas víctimas de hechos 
acontecidos antes del 1° de enero de 1985 quienes legalmente solo tiene derecho 
a medidas de reparación simbólica, a la verdad y a las garantías de no repetición 
como parte del conglomerado social pero ningún momento tienen derecho a 
indemnización alguna de carácter económico.  
De esta manera las víctimas anteriores a la fecha sufren un trato discriminatorio, 
abiertamente desigual carente de razón suficiente, lo cual conlleva a su                           




De otro lado, enmarcar las violaciones generadoras del daño al conflicto armado 
interno implica que las personas que hubieren sufrido daños por parte de los 
grupos paramilitares no puedan ser consideradas como víctimas. Pues en estricto 
sentido, los grupos paramilitares no son parte en el conflicto acorde con lo 
dispuesto en la norma que por remisión adopta la ley, el Protocolo II adicional a los 
Convenios de Ginebra de 1949 relativo a la protección de las víctimas de los 
conflictos armados sin carácter internacional de 1977, al no tener los grupos 
paramilitares el carácter de fuerza armada disidente.  
Otro problema de fondo se presenta en cuanto a los miembros de la fuerza pública 
y sus víctimas indirectas en relación con los miembros de grupos armados al 
margen de la ley y sus víctimas indirectas. 
Los miembros de la fuerza pública pueden igualmente adquirir la calidad de 
víctimas acorde con los criterios constitutivos de tal calidad, según las 
especificaciones anteriormente señaladas. Situación diferente acontece con los 
miembros de los grupos armados al margen de la ley quienes no serán 
considerados víctimas bajo ninguna circunstancia por disposición expresa de la  ley 
como tampoco sus familiares por los daños sufridos a manos de la contraparte. 
Esta situación comprende igualmente un componente altamente excluyente, cuyo 
único móvil es de naturaleza política, ya que serán consideradas víctimas aquellas 
personas y sus familiares que decidieron luchar en el conflicto al lado del 
establecimiento, más no aquellos que decidieron hacerlo en contra, aún en muchas 
ocasiones, contra su propia voluntad, como acontece con los menores reclutados 
por grupos subversivos y sus familiares o quienes lo hicieron voluntariamente por 
considerar propiamente que se contraponían a un Estado injusto, es decir, con 
marcado talante beligerante. Esto indica con meridiana claridad que el concepto de 
víctima adoptado en la ley, obedece a la lógica de los vencedores o por lo menos 
de quien en el presente caso considera ostentar dicha calidad, el Estado y la 
institucionalidad establecida.  
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Amnistía Internacional en su primer informe sobre la Ley de Víctimas alertó sobre 
las grandes debilidades que generan preocupación, existentes en la Ley 1448 de 
2011, esto, debido a que dicha falencias podrían implicar la imposibilidad de 
reparar satisfactoria e integralmente al conjunto de víctimas en el país: “El presente 
informe expone las deficiencias de la Ley 1448, las cuales podrían dar lugar a que 
se les niegue justicia a los sobrevivientes de violaciones de los derechos humanos. 
Algunos aspectos de la Ley suscitan preocupación porque podrían invocarse con el 
fin de negar una reparación efectiva a muchas víctimas.” 
La Ley 1448 crea una jerarquía de víctimas en la que el derecho a reparaciones 
depende de la fecha en que se cometieron las violaciones de los derechos 
humanos. Las víctimas de desplazamiento forzoso y otros abusos contra los 
derechos humanos cometidos antes de 1985 sólo podrán beneficiarse de una 
reparación simbólica, no de la restitución de tierras ni de una compensación 
económica. Las víctimas de abusos contra los derechos humanos cometidos entre 
1985 y 1991 tendrán derecho a una compensación económica, pero no a la 
restitución de tierras. 
En este contexto, las disposiciones de la Ley 1448 amenazan con excluir a muchas 
víctimas con demandas legítimas. La Ley tampoco reconoce como víctimas a 
miembros de grupos armados ilegales que hayan sufrido violaciones de derechos 
humanos o las consecuencias de la vulneración del derecho internacional 
humanitario”. (Amnistía Internacional, Informe 2011). 
Dichas preocupaciones no son exclusivas del análisis del texto definitivo de la ley 
por parte de Amnistía Internacional, fueron expresadas por diferentes actores 
sociales, ONG´S como DEJUSTICIA y CINEP a través de sus voceros en 
diferentes medio de comunicación, alertaron sobre las debilidades que se preveía 
tendría la nueva norma integrante del conjunto de la denominada Justicia 
transicional. 
Es tan marcada la falencia, que la Corte Constitucional ha empezado a encargarse 
de corregir el asunto mediante sus pronunciamientos, con el fin de darle mayor 
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alcance a dicho concepto, acercándose un poco más al significado filosófico del 
mismo, por ejemplo en la Sentencia  C781 de 2012 donde determinó respecto al 
alcance dela expresión conflicto armado interno: 
 
“Para la Corte la expresión “con ocasión del conflicto armado”, inserta en la definición 
operativa de “víctima” establecida en el artículo 3º de la Ley 1448 de 2011, delimita el 
universo de víctimas beneficiarias de la ley de manera constitucional y compatible con 
el principio de igualdad, como quiera que quienes lleguen a ser consideradas como 
tales por hechos ilícitos ajenos al contexto del conflicto armado, aun cuando no sean 
beneficiarios de la Ley 1448 de 2011, pueden acudir a la totalidad de las herramientas 
y procedimientos ordinarios de defensa y garantía de sus derechos provistos por el 
Estado colombiano y su sistema jurídico. La expresión “con ocasión del conflicto 
armado,” tiene un sentido amplio que cobija situaciones ocurridas en el contexto del 
conflicto armado. A esta conclusión se arriba principalmente siguiendo la ratio 
decidendi de la sentencia C-253A de 2012, en el sentido de declarar que la expresión 
“con ocasión de” alude a “una relación cercana y suficiente con el desarrollo del 
conflicto armado”. Esta conclusión también es armónica con la noción amplia de 
“conflicto armado” que ha reconocido la Corte Constitucional a lo largo de numerosos 
pronunciamientos en materia de control de constitucionalidad, de tutela, y de 
seguimiento a la superación del estado de cosas inconstitucional en materia de 
desplazamiento forzado, la cual, lejos de entenderse bajo una óptica restrictiva que la 
limite a las confrontaciones estrictamente militares, o a un grupo específico de actores 
armados con exclusión de otros, ha sido interpretada en un sentido amplio que incluye 
toda la complejidad y evolución fáctica e histórica del conflicto armado interno 
colombiano”. (Sentencia C 781 de 2012, 2012) 
 
Sobre el particular el concepto de víctima adoptado por el legislativo se constituye 
en una definición excluyente, pues no reconoce como tales y deja por fuera de la 
posibilidad de reparación, a grupos de personas que efectivamente de una u otra 
forma sufrieron daños producto del conflicto, el concepto de víctima legal, se aleja 
diametralmente de significado que posee el concepto y que ha sido desarrollado 
como producto de la reflexión filosófica sobre el mismo, generando la exclusión 
injustificada de individuos que desde esta concepción, a todas luces perteneces a 






ELEMENTOS DE REPARACIÓN 
La ley tiene por objeto establecer un conjunto de medidas judiciales, 
administrativas, sociales y económicas, individuales y colectivas, en beneficio de 
las víctimas de las violaciones, para posibilitar hacer efectivo el goce de sus 
derechos a la verdad, la justicia y la reparación con garantías de no repetición, 
dignificando a través de la materialización de sus derecho constitucionales y 
asuman su plena ciudadanía teniendo como fundamento axiológico el respeto a la 
integridad y a la honra de las víctimas, esto con la finalidad de contribuir a que las 
víctimas sobrelleven su sufrimiento y en la medida de lo posible, el restablecimiento 
de los derechos que les han sido vulnerados, lo anterior en términos textuales de la 
norma misma.  
A pesar de las anteriores precisiones, al momento de abordar el denominado 
derecho a la justicia, la norma no establece de manera específica, cómo se 
comprenderá para efectos de su aplicación dicho concepto, pues le da al mismo 
una doble una doble connotación al establecer que, en primer lugar implica por 
parte del estado en adelantar una investigación efectiva que conduzca al 
esclarecimiento de las violaciones del DIH y DH, la identificación de los 
responsables y su efectiva sanción. De otra parte la garantía a las víctimas de 
acceder a las medidas de atención, asistencia y reparación que el ordenamiento 
jurídico en su conjunto le otorgue sin menoscabo del ejercicio de su derecho de 
acceso a la justicia, con el fin de buscar reparaciones o decisiones por la vía 
judicial respecto los aspectos de responsabilidad e indemnización, entre otros 
posible. 
En esos términos podemos establecer que cuando la ley habla de derecho a la 
justicia, se refiere propiamente al derecho fundamental de acceso al aparato 
jurisdiccional del que goza toda persona incluidas desde luego las pertenecientes al 
grupo de las víctimas, en ningún momento hace referencia o esfuerzo conceptual 
alguno en relación a que se entenderá por justicia, en otros términos, cuál será el 
concepto de justicia que orienta la ley  y que el Estado pretende proporcionar y 
garantizar a las llamadas víctimas del conflicto armado interno. 
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Esta indeterminación genera otro interrogante importante de resolver, el cual surge 
al considerar que la justicia no ha sido entendida de manera homogénea y que 
dependiendo de la forma como se conciba, se derivan consecuencias directas, 
especialmente respecto a las medida que serán tomadas para garantizarla. 
En este entendido, no queda claro si la justicia que el Estado pretende proporcionar 
a las víctimas se imita a tomar medidas de carácter material, redistributivas bajo las 
diferentes figuras que pueden utilizarse como indemnizaciones administrativas, 
subsidios, exenciones de cargas, entre otras, o si adicional a ellas, necesariamente 
se desarrollara una concepción de justicia enfocada en el reconocimiento. 
De entrada podríamos decir que el simple hecho de que la ley hubiere sido 
concebida en función de grupo, ya le impregna un tinte de justicia como 
reconocimiento adecuado de un grupo que históricamente ha sufrido 
consecuencias adversas del conflicto en determinada medida, pero se hace 
necesario para dar claridad plena sobre el particular, analizar las medidas 
tendientes a lograr la llamada reparación integral, para saber sin las mismas 
comprenden una concepción de justicia estrictamente redistributiva o supera dicho 
paradigma para orientarse igualmente en el elemento del reconocimiento.  
Sobre el particular y de manera a priori, podemos decir que la ley misma de 
manera textual determina que el derecho de las víctimas a ser reparadas de 
manera adecuada, diferenciada, transformadora y efectiva como consecuencia del 
daño sufrido a causa de la violación al Derecho Internacional Humanitario (DIH) y 
Derecho de los Derecho Humanos (DDHH) en desarrollo del conflicto armado 
interno comprende medidas de restitución, indemnización, rehabilitación, 
satisfacción y garantías de no repetición, en sus dimensiones individual, colectiva, 
material, moral y simbólica, implementadas dependiendo de las características de 
la vulneración de los derechos y de los hechos victimizantes. 
En otro orden de ideas, la ley comprende una serie de contenidos proposicionales 
soportados sobre los conceptos de justicia como reconocimiento y redistribución. 
Con esto, la Ley 1448 de 2011 toma como referente las orientaciones de los 
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distintos estamentos que conforman el Sistema Interamericano de Derecho 
Humanos al momento de determinar las medidas a ser aplicadas para lograr la 
reparación integral de las víctimas, y por ende, sus condiciones de justicia, las 
cuales serán  analizadas en el próximo capítulo a fin de lograr desentrañar cuáles 
son las características del concepto de justicia implícito en la norma, el cual debe 
determinar el actuar de los diversos agentes estatales al momento de 
























LA LEY DE JUSTICIA Y RESTITUCIÓN DE TIERRAS EN EL MARCO DEL 
RECONOCIMIENTO  
 
“…La respuesta filosófica a la injusticia irreparable causada a las víctimas, es 
mantenerla viva en la memoria de la humanidad, en no darla por prescrita 
mientras no sea saldada. La injusticia cometida sigue vigente, con 
independencia del tiempo transcurrido y de la capacidad que tengamos para 
reparar el daño causado…” 
-Reyes Mate 
 
La experiencia de la violencia confronta a los seres humanos frente a su propia 
vulnerabilidad y finitud. Además de implicar un problema que por obligación hace 
parte de las agendas gubernamentales, la violencia, en cualquiera de sus formas, 
también comprende un componente moral. Siguiendo la pregunta que se hace 
Reyes Mate en su artículo “Dimensión Legal y Moral de la Violencia”1(Mate, 
http://www.elnortedecastilla.es, 2011) ¿Cómo se repara lo irreparable?  Las 
implicaciones legales y morales de la violencia pueden ser tratadas de modo 
separado, pero están íntimamente ligadas.  Por una parte, la receptibilidad social al 
problema de la violencia, las manifestaciones de rechazo, los eventos de 
conmemoración a víctimas y los alcances de la reincorporación social de las 




mismas, constituyen la dimensión moral que circunda a toda violación de los 
derechos fundamentales.  
Por otra parte, las medidas legales, la construcción de políticas públicas de 
reparación, la constitución de un concepto jurídico de justicia que dé respuesta a 
toda transgresión de la dignidad humana, se convierten en la posibilidad del  
restablecimiento de la cohesión social. Sin embargo, a la hora de teorizar acerca de 
los conceptos que circundan la experiencia de la violencia se presentan distintas 
vertientes interpretativas que dificultan la comprensión del lugar de las víctimas en 
los conflictos políticos, frente a su lugar de desigualdad y pasividad. Siguiendo lo 
anterior, resignificar el concepto de víctima resulta imperante, y con esto, 
determinar en qué consiste y a qué nivel de justicia corresponden la redistribución y 
el reconocimiento de las víctimas,que se ofrecen como posibilidad de la reparación 
en el marco de una sociedad que procura la igualdad social. 
 
 
Moralidad, normatividad y reconocimiento 
 
 
“…Cada sujeto plantea exigencias de justicia propias: laspersonas, 
reparación de lo reparable y memoria de lo irreparable; la sociedad, que se 
suture la fractura y que se recupere lo perdido…” 
 
- Reyes Mate 
 
 
En la última década la búsqueda del reconocimiento ha ocupado un lugar 
primordial dentro de los debates filosófico-  políticos. A pesar de la divergencia 
entre la noción de justicia atravesada por el concepto de reconocimiento, y 
expresada jurídicamente, existe una comunión esencial que resulta ser el punto de 
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partida de las diversas formas de la justicia, esto es, la cercanía entre la esfera 
política y la de la moralidad. Este punto resulta ser clave para comprender una 
mirada filosófica de las políticas actuales de la justicia igualitaria y de la diferencia. 
Así, conceptos que pertenecen a la experiencia humana de la moralidad, como el 
de dignidad y respeto, resultan  homologables dentro del engranaje conceptual que 
sostiene las teorías de la justicia, tanto en el plano jurídico como en el sociopolítico; 
y además, sirven para sustentar teóricamente la formulación y aplicación de una 
normatividad a favor de las víctimas de la violencia bajo el marco de los Derechos 
Humanos y el Derecho Internacional Humanitario. 
 
Con lo anterior, resulta posible contrastarlas nociones filosóficas y el esquema 
conceptual que sustenta la formulación de leyes que pretenden dar justicia a las 
víctimas de la violencia. Como evidencia de esto, tenemos el concepto de perdón 
(como noción que contiene de suyo un tinte moral, o en que se presenta en el 
orden de la libertad humana), comparable conceptualmente al de reconciliación2 
(que desde la esfera política se puede contemplar como consenso, o mutuo 
acuerdo para el restablecimiento de la concordia entre las partes). Además de 
estos, las nociones de dignidad y reconocimiento, desde las experiencias sociales  
e individuales de discriminación, rechazo y violencia (esfera de la moralidad), como 
desde la constitución de políticas de protección y reivindicación a los individuos y 
colectivos víctimas de la desigualdad social (esfera política), marcarán la pauta 
para determinar los  tipos de demandas , o cuestionar la realidad misma de la 
reparación, partiendo de la constitución de una normatividad que pretende 
garantizar el restablecimiento de los derechos fundamentales, y que se contrasta 
con la experiencia de los valores morales relativos al reconocimiento. 
 
Una posible paradoja respecto a la importancia de la normatividad en la experiencia 
de reconocimiento puede ser rastreada desde Axel Honneth. Dicho autor pone en 
                                                          
2Durante el desarrollo de este trabajo se intentará demostrar que dichos conceptos son 
comparables, más no homologables. Es decir, por la semántica de los conceptos mismos, resulta 
dificultosos admitir, por ejemplo, la posibilidad del perdón dentro de la esfera política; sería más 
preciso referirse al concepto de reconciliación (entendido como consenso), o al de acuerdo político. 
Ver capítulo III. 
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evidencia la necesidad del reconocimiento traducido en normas que  lo posibiliten y 
lo promuevan, y por otra, critica el idealismo normativo que circunda las teorías 
sociales modernas.  Tenemos entonces la tarea de aclarar el lugar de la 
normatividad en la experiencia de reconocimiento, y la exigencia, según Honneth,  
de un correlato entre la moralidad y la normatividad. 
 
Para este propósito, revisaremos los argumentos que justifican una idea de 
normatividad interna en las tres esferas en las cuales se presenta el 
reconocimiento; posteriormente, indicaremos el modo en que la idea de  falta 
justificación moral que acompaña, según el autor, las teorías sociales acerca del 
reconocimiento, tiene como génesis un desconocimiento del descontento y 
sufrimiento social respecto a las motivaciones internas de los sujetos. Y finalmente, 
mostraremos la necesidad establecimiento de una normatividad que dérespuesta a 
las peticiones de los grupos o individuos marginados, y  que al mismo tiempo, 
representa la crítica del autor idealismo normativo. 
 
Axel Honneth, refiriéndose a la teoría del reconocimiento de Nancy Fraser, muestra  
que la autora no tiene en cuenta las motivaciones sociales a partir de las cuales se 
fundan las peticiones de reconocimiento. Además de esto, esta teoría, dice 
Honneth, entiende como políticamente relevante únicamente a algunos grupos 
sociales, dejando de lado a grupos de individuos que se ponen en descubierto en el 
examen sociológico de las políticas de identidad, y que carecen de presencia en el 
esquema político tradicional.  
La comprensión de los niveles a partir de los cuales se niega el reconocimiento, 
implica para Honneth una reconstrucción social de las esferas humanas a partir de 
las cuales se tiene la experiencia de la inter subjetividad, esto es, la familia, la 
esfera social, y el estado; en estas esferas se encuentran representados los 
esquemas morales subyacentes a las peticiones de reconocimiento.  
Según el autor, estas dimensiones, comportan una serie de reglas o normas 
internas que establecen los parámetros de aquello que es, o no reconocido según 
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las distintas experiencias de socialización. Así, desde la esfera familiar, el amor 
como fundamento de un reconocimiento, traducido en afecto, permite la 
construcción de identidad a partir de la mitigación de las necesidades individuales 
concretas, que confluirán en la realización de una persona autónoma  que 
reconoce sus particularidades, y que podrá integrarse a una sociedad civil que lo 
reconoce como individuo. Por otra parte, será en el campo estatal donde se 
establecerán reglas jurídicas concretas que deriven de un desarrollo integral de las 
relaciones intersubjetivas. 
Los elementos motivacionales que determinan las peticiones de reconocimiento 
tienen su origen, según Honneth, en las cualidades de las relaciones de 
socialización que se dan desde las tres esferas mencionadas. De este modo, el 
desconocimiento de las razones a partir de las cuales se tiene la experiencia de la 
intolerancia social y política, indica el primer obstáculo a la hora de responder las 
peticiones de reconocimiento de grupos e individuos. De este modo, las teorías 
sociales que traten el asunto del reconocimiento deben tener en cuenta aquellas 
expectativas al interior de los grupos sociales, que se concretan en posibilidades 
normativas que aseguren la estabilidad de las prácticas de reconocimiento, sea en 
el plano familiar, civil, o estatal. Con esto, la normatividad se presenta como el 
núcleo de las esperanzas de los agentes marginados; respecto a esto, nos dice 
Honneth : 
 
“Esto es así porque los individuos sólo pueden experimentar el valor duradero de 
sus capacidades específicas con respecto a otros mediante su participación en unas 
interacciones cuyas precondiciones normativas incluyan la orientación recíproca 
hacia los principios específicos del reconocimiento.”(Honneth Axel, 2006, pág. 114)3 
 
Ahora bien, hasta acá se nos presenta la primer dificultad respecto a la manera 
como debemos entender el valor de la normatividad como concreción de las 




expectativas de reconocimiento. En este punto se ubica una de las críticas a Nancy 
Fraser: “Hasta ahora, sólo he mostrado en contra de FRASER que orientar en 
sentido normativo una teoría social crítica hacia las demandas públicamente 
perceptibles de los movimientos sociales tiene la consecuencia no buscada de 
reproducir las exclusiones políticas”(Honneth Axel, 2006, pág. 100). 
Para Honneth, un exceso en las esperanzas normativas deriva en la posibilidad de 
exclusión política4, puesto que existen individuos y grupos que se diferencian de 
aquellos que son comprendidos como políticamente relevantes. Así, podemos 
entender que no en todas las esferas a partir de las cuales se tiene la experiencia 
de la socialización son susceptibles de ser normatizadas; las carencias en las 
relaciones familiares no podrían participar de normas rígidas que regulen las 
interacciones afectivas. Por otra parte, en la esfera civil se presenta posible una 
reglamentación  de las relaciones éticas entre individuos, sin embargo, esto no 
garantiza totalmente la experiencia del reconocimiento, puesto que tales reglas 
internas entre grupos sociales no son siempre legitimadas desde los individuos.  De 
otro modo, en la esfera estatal, se estima una exigencia jurídica que garantice el 
sostenimiento de los derechos de identidad y de grupos.  
Afirmamos con Honneth, la imposibilidad de la normatización de la esfera familiar 
(ámbito en el cual se construyen los valores morales que determinan la experiencia 
de la intersubjetividad, así como el estima de los valores morales individuales), 
puesto que los elementos subjetivos que conducen las relaciones de interacción 
entre las personas, desbordan los intentos regularización; en otras palabras, 
existen elementos dentro de la esfera privada que pertenecen al ámbito de la 
moralidad y exigen una justificación y significación desde esta misma esfera, y, en 
el momento en que estos elementos pretenden ser abarcados por un marco legal, 
la reflexión jurídica necesariamente tiene que acercarse a la reflexión filosófico- 
moral, dado que esta ofrece un horizonte de interpretación más amplio al que 
                                                          
4 Como veremos más adelante en el caso de la ley de víctimas, la total confianza en la normatividad y sus 
definiciones derivará en un elemento generador de injusticias. Es decir, una definición, como lo es la de 
víctima, expresamente dictada por la ley, limita las posibilidades de la aplicación de la justicia a individuos 
que no estén abarcados bajo dicha definición.  
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brinda la misma norma. De acuerdo a esto, la normatividad jurídica no podría 
representar plenamente el acopio de las expectativas de reconocimiento, a menos 
que el legislador haga uso de elementos de participación colectiva tendientes a la 
modificación de las leyes a partir de perspectivas y experiencias de los sujetos de 
la norma. 
En este mismo sentido, es posible indicar que las peticiones de reconocimiento 
desembocan en el requerimiento de normas políticas concretas, puesto que la 
disputa de los grupos e individuos marginados comprenden su sentido como una 
petición de reconocimiento jurídico. De aquí que el desarrollo moral requerido en 
las esferas de socialización necesite de un elemento normativo que permita la 
reivindicación de las experiencias de intolerancia social, hacia una transformación 
de las instituciones que opera en cada esfera. ¿Cómo comprender una posible 
normatización de esferas no susceptibles de ser reguladas? Parece entonces que 
esta trasformación en el desarrollo moral de las sociedades, requiere una revisión 
de las estructuras normativas de las instituciones; la familia en la esfera afectiva, la 

















Enfoque Legal y Reconocimiento en la ley de víctimas. 
 
“La exigencia de reconocimiento, fomentada por el ideal de dignidad humana, 
apunta al menos en dos direcciones: tanto a la protección de los derechos 
básicos de los individuos cual seres humanos, como al reconocimiento de 
las necesidades de los individuos cual miembros de grupos”5 
- Charles Taylor 
 
Un elemento en común en las teorías de la justicia como reconocimiento se 
encuentra en la comprensión de la identidad, individual o de grupo, como un 
desarrollo que deviene de la construcción de un entramado intersubjetivo que 
permite el lugar de la diversidad como condición humana fundamental.Y es 
únicamente en un espacio público, que resulta ser el escenario y gestor en que se 
muestran las particularidades de los seres humanos, el lugar donde se llevan  a 
cabo las luchas por el reconocimiento. De este modo, podemos encontrar el 
concepto de identidad unido al de reconocimiento, en una dialéctica que se 
establece a partir de una idea de ser humano, eminentemente plural. 
En nuestra contemporaneidad el encuentro de la identidad y el reconocimiento 
adquiere matices que se desplazan a la esfera política con el objeto de materializar, 
en el espacio social, el ideal de sociedad igualitaria y participativa; de esta forma, 
en el devenir histórico las demandas de reconocimiento se han transformado en 
identidades que solicitan de forma determinante la participación en una esfera 
pública, demanda que se suscribe en una petición por una justicia igualitaria, o de 
la diferencia, basada en los derechos humanos.  
El filósofo canadiense Charles Taylor comprende las demandas de reconocimiento 
como la expresión de una estructura social diversa6. De esta forma, el debate sobre 
                                                          
5 (Taylor, 1993) 
66 Cfr. (Taylor, 1993) 
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el reconocimiento no se limita a la restitución de derechos, sino que implica 
también la construcción de la  identidad individual y colectiva, que nace en el seno 
mismo de una época, un contexto, y unos prejuicios sociales específicos. Con esto, 
se nos presentan dos aspectos que deben ser resueltos; el primero, es la 
construcción de  la identidad de las víctimasen el contexto del conflicto armado; y el 
segundo, el reconocimiento de los sujetos que se atribuyen esta identidad y  
reclaman justicia en la esfera de lo político. 
Para empezar con el primer punto, tendremos que decir que no se trata aquí de 
caracterizar los elementos psicológicos que se ponen en juego en la construcción 
de la identidad de los sujetos que están envueltos en situaciones límites de 
violencia; sino más bien  de  identificar los elementos de la moralidad que quedan 
expuestos en un no reconocimiento de la dignidad individual, los cuales 
desaparecen en el acto violento, y que entregan a la víctima un lugar, de 
indignidad, es decir,  no- humano. 
En el campo de la moralidad, el concepto de dignidad se encuentra estrechamente 
ligado al de identidad, y al mismo tiempo, representa el vínculo entre la moralidad y 
el derecho. Para comprender lo anterior, es necesario determinar que las 
peticiones de reconocimiento soportadas en el concepto de dignidad humana llevan 
además el requerimiento de la protección de los derechos fundamentales y el 
amparo ante las situaciones de vulnerabilidad referidas a las necesidades básicas. 
De este modo, el vínculo entre la moralidad y el derecho se establece a través de la 
creación de leyes que legitimen las peticiones de reconocimiento, y entreguen un 
valor jurídico públicamente reconocido a todo requerimiento soportado en el 
concepto de dignidad humana. Respecto a esto, Papacchini expresa: 
 
“Es necesario insistir que las reivindicaciones de derechos no se agotan en meras 
aspiraciones morales y cuentan con el respaldo de un sistema normativo, o por lo 
menos del reconocimiento universal por parte de la humanidad civilizada, que se 
expresa en concreto en las declaraciones, convenios y pactos sobre los derechos 
humanos. Estas reivindicaciones tienden a transformarse en derechos, en el 
sentido pleno de la palabra, es decir, en exigencias reconocidas por la ley y 
protegidas por el gobierno, en bienes e intereses jurídicamente 





Desde este punto de vista, la comprensión de la identidad en el marco de la 
moralidad despliega una doble vertiente que desemboca en el reconocimiento de 
unos factores individuales que, histórica, cultural, y socialmente constituyen los 
caracteres a partir de los cuales se construye la identidad pública. Desde este 
punto de vista, podemos comprender la manera en la cual se determina la génesis 
de la identidad grupal o colectiva. Así, los individuos que se identifican con un 
grupo  en particular comparten, además de las prácticas y valores predominantes 
en su grupo, las experiencias que han determinado la construcción misma de una 
colectividad; y que ya en la luz pública, exigen al aparato democrático una 
valoración de dichos factores, y además, un lugar desde la legislación, que permita 
la salvaguarda de la dignidad perdida.  
Con lo dicho hasta ahora, es necesario precisar que las peticiones de 
reconocimiento de las víctimas -que presentan un comprobado legado de libertades 
civiles y políticas históricamente quebrantadas, carencia de oportunidades y 
rechazo social, la creación de imaginarios colectivos en detrimento de los valores y 
prácticas individuales, lo cual es similar en el caso de las peticiones desde el 
multiculturalismo- requieren una revisión específica, así mismo de la noción de 
identidad implícita;  Ya que si bien es posible catalogar a las peticiones de 
reconocimiento de víctimas como peticiones colectivas de grupo, no podríamos 
equiparar las peticiones colectivas basadas en las particularidades culturales, o en 
condiciones de género específicas, como iguales a aquellas demandas que se dan 
desde colectivos que han sufrido violencia  en el marco del conflicto armado 
interno.7 Estas diferencias pueden argumentarse desde dos perspectivas: a. A 
partir de las cualidades de los contenidos de las demandas de reconocimiento 
                                                          
7 No desconocemos con esto que las demandas de justicia de los grupos basados en cultura, raza y 
género contengan en sí mismas denuncias de actos violentos históricamente comprobados en 
contra de la dignidad y humanidad de tales grupos. Sin embargo, no podemos generalizar las 
peticiones de reconocimiento como iguales en todos los casos. El caso de las víctimas de la 
violencia política adquiere matices singulares que requieren de un tratamiento que no podría salirse 
del derecho penal, y sin embargo, no se agota en el mismo. 
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basado en la identidad. B. Teniendo en cuenta las características de las 
reivindicaciones que se pretenden encontrar en ambos casos. 
a.  Respecto a los contenidos de las demandas de reconocimiento basado en la 
identidad, tenemos que los tipos de injustica que son denunciados por los 
colectivos que demandan participación igualitaria en el espacio político, están 
basados principalmente en las particularidades que integran la identidad grupal, y 
en un desconocimiento de éstas en el marco de los derechos étnicos, culturales y 
de género, protegidos por las constituciones de las sociedades liberales.  
Por otra parte, en el caso de los colectivos que demandan justicia desde una 
experiencia de la violencia política, se equiparal concepto de identidad con la 
noción de víctimas de la  violencia, lo cual enlaza la identidad de éste grupo 
estrictamente al contexto de los hechos violentos fácticamente comprobados 
:“Víctima, para efectos de la Ley, será toda aquella persona que hubiere sufrido un 
daño, como consecuencia de violaciones de los derechos humanos, ocurridas con 
posterioridad al 1° de enero de 1985 en el marco del conflicto armado(Ley de 
Víctimas y Restitución de Tierras, 2011, pág. 19)”. 
 De esta forma, en el primer caso, lo que está en juego es el reconocimiento de la 
identidad particular en las instituciones públicas; y en el segundo caso, una 
exigencia de justicia (reparadora)que permita elresarcimiento de los daños 
ocasionados – tanto material como moralmente-  por parte de grupos violentos, 
cuya realización se enmarca, y depende, de la definición de víctima que se hace 
expresa en la misma ley. En este caso, la identidad colectiva de las víctimas está 
preestablecida por el sistema jurídico y legal, que enfatiza en el daño perpetrado 
como el elemento que le da identidad a la víctima. 
b. Si existe un elemento en común entre las peticiones de reivindicación exigidas 
por las colectividades que se reconocen a sí mismas bajo una identidad basada en 
la etnia, raza o género, y las demandas de justicia de las víctimas de la violencia, 
es que ambas se debaten entre la justicia,traducida en la retribución económica y el 
reconocimiento, no sólo de los perjuicios ocasionados históricamente por los 
32 
 
gobiernos y sociedades imperantes, sino una justicia que permita subsanar y 
desagraviar los efectos que han causado sobre las identidades individuales o de 
grupo, y el desconocimiento y violación del principio de dignidad. 
En este punto, es necesario indicar que en Colombia la ley de víctimas contempla 
un enfoque diferencial8referido al multiculturalismo, esto es, reconoce como 
prioritario, con objeto de aplicación de la ley, a aquellos individuos que pertenecen 
a grupos étnicos o se reconocen dentro de colectividades de identidad igualitaria: 
 
“Por su parte, el principio de enfoque diferencial propende por la adopción deuna 
serie de medidas encaminadas a enfrentar la situación de vulnerabilidad 
acentuadade algunas víctimas en razón de su edad, género, orientación sexual y 
situación dediscapacidad. La Ley ofrece especiales garantías y medidas de 
protección, asistencia yreparación a los miembros de grupos expuestos a mayor 
riesgo de violaciones de susderechos fundamentales: mujeres, jóvenes, niños y 
niñas, adultos mayores, personasen situación de discapacidad, líderes sociales, 
miembros de organizaciones sindicales,defensores de derechos humanos y 
víctimas de desplazamiento forzado, y de estamanera contribuye a la eliminación 
de los esquemas de discriminación y marginaciónque pudieron ser la causa de los 
hechos victimizantes”. (Ley de Víctimas y Restitución de Tierras, 2011) 
 
 
Este enfoque representa el fundamento de la ley misma en su componente 
multicultural, comprendiendounaposición diferencial al interior del conglomerado de 
las víctimas; en otra palabras,  entre aquellos individuos que se suscriben al 
concepto de víctima establecido por la ley, se reconocen elementos diferenciales 
referidos a la pertenencia a grupos étnicos; y además, reconoce también otros tipos 
de diferenciaciones, tales como discapacidad, género y orientación sexual. Así, las 
políticas de reparación estarán determinadas por este enfoque diferencial con los 
siguientes objetivos: 1.Para priorizar la aplicación de la ley, 2. para garantizar el 
elemento reparador como posibilidad del restablecimiento del tejido social, y la 
restitución de los derechos civiles.  
                                                          




Para resumir, podremos afirmar que el componente multicultural que se vincula a la 
ley de víctimas tiene el objetivo de viabilizar el proceso de reparación y 
reconocimiento de los derechos individuales, en el marco del concepto de víctima 
establecido desde la ley. Con este punto de partida, el sistema estatal  responde a 
la justicia de víctimas, desde el punto de vista del reconocimiento, teniendo en 
cuenta que en la mayoría de los casos, no se trata de hechos violentos aislados, 
sino de violaciones sistemáticas del principio de dignidad y de los derechos 
humanos – y el derecho internacional humanitario-  representado en la adquisición 
violenta de tierras, desplazamiento, y asesinatos en el marco del desarrollo del 
conflicto armado interno. Los estados tendrán entonces que diseñar  un 
sistemajurídico que posibilite la justicia como reparación a los daños ocasionados. 
Frente a lo anterior, la justicia transicional, mediante sus mecanismos de 
intervención: programas de reparación, justicia penal, comisiones de la verdad etc. 
Será la protagonista en tiempos de pos guerra en cuanto a la creación de 
dispositivos de pacificación. Sin embargo, habrá formas de crímenes en contra del 
estado social de derecho que comprometen la eficacia de las instancias 
reparadoras y cuestionan su efectividad. La desaparición, la tortura, el secuestro, el 
asesinato, podrán encontrar justicia desde el derecho penal, y en el uso de los 
estamentos del derecho transicional, pero, ¿es posible hablar de reparación?, y 
¿más aún de reconciliación?  Los estados se darán a la tarea de implementar 
estrategias de justicia que posibiliten la cohesión social y eviten al máximo una 
vuelta al estado de conflicto, Empero, tendrán que vérselas con las implicaciones 
morales que subyacen en los conceptos mismos de perdón político (relativoa la 
reconciliación)y a la reparación; en este punto cabrá entonces un nuevo 
cuestionamiento, a saber, de si es legítimo hablar de perdón político.  
La figura política que alude el concepto de perdón político es la amnistía, adoptada 
a través de los programas de reconciliación implementados por los estados para 
terminar con la cadena de consecuencias de los delitos de lesa humanidad. Las 
condiciones de la amnistía varían de acuerdo al gobierno que la adopte, sin 
embargo, en la mayoría de los casos implica una confesión pública  de los delitos 
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cometidos. La figura de la amnistía ha generado posiciones encontradas en cuanto 
a sus implicaciones éticas respecto a las víctimas y sus familias, poniendo en 
cuestión la efectividad y aplicación de la justicia. 
La experiencia de la violencia en Colombia ha situado a las víctimas en el plano del 
olvido, es por esto que el gobierno colombiano ha acudido a la planificación de 
estrategias dirigidas a la recuperación de la memoria histórica en un plano 
regresivo en el cual se comprenden derechos sin reclamar, y justicia sin aplicar.  Es 
por esto que funda las políticas de paz y alternatividad penal que permitan, 
mediante medidas de restitución, de  indemnización y de readaptación, una 
reconciliación entre el autor del delito, y las víctimas, con el fin de restablecer la paz 
y mantener la cohesión social. Por otra parte, en el orden de la moralidad, el 
proyecto de alternatividad penal contiene que: 
 
“En el ámbito colectivo, a título de reparación moral, existen medidas como el 
reconocimiento público y solemne por parte del Estado de su responsabilidad, las 
declaraciones oficiales restableciendo a las víctimas su dignidad, las ceremonias 
conmemorativas, las denominaciones de vías públicas y los monumentos, 
permiten asumir mejor el deber de la memoria”(Sampedro Arrubla, 2004) 
 
De esta forma, encontramos que el diseño de políticas públicas en torno al 
problema de la justicia y reparación, lleva consigo un fundamento de carácter moral 
que resulta innegable e inaplazable. Los conceptos de dignidad, perdón, olvido y 
memoria, entran entonces a soportar conceptualmente las propuestas de ley para 
la justicia y reconciliación, así como los estatutos de víctima que, para autores 
como Reyes Mate9, está lejos de presentarse como estable en los consensos 
político- morales, puesto que se habla de un “trato justo”, dejando de lado el 
respeto por el sufrimiento de la víctima, y las cicatrices psicológico – morales que 
no se dan por mitigadas mediante mecanismos de restitución. 
 
                                                          
9 Cfr. (Mate, Justicia de las Víctimas. Terrorismo, Memoria y reconciliación, 2008) 
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Justicia como reconocimiento y redistribución en la ley de víctimas y 
restitución de tierras. 
 
 
“Si queremos construir una teoría de la justicia digna de ese nombre, es 
decir, universal, tiene que ser una teoría que se haga cargo de todas las 
injusticias en el tiempo y en el espacio. Y para hacerse cargo de todas las 




La ley de justicia y redistribución de tierras en Colombia comprende como 
estrategia fundamental para la reparación de las victimas cinco mecanismos que 
pretenden abarcar, tanto los daños de orden moral referidos a las víctimas, como 
los daños materiales, representados en pérdidas monetarias, desplazamientos y 
bienes. Tales mecanismos se concretan en: restitución de tierras, indemnización 
administrativa, rehabilitación,satisfacción y garantías de no repetición.11 Estos 
                                                          
10 (Mate, La Memoria, principio de la Justicia) 
11  (i) Restitución de tierras: Se crea un proceso judicial rápido y sencillo, con la intervención de una 
Unidad Administrativa para que el proceso sea organizado y focalizado, para restituir la tierra a los 
despojados. (ii) Indemnización administrativa: La iniciativa incorpora la creación de un programa 
masivo de indemnizaciones administrativas, en virtud del cual se entregará una compensación 
económica.(iii) Rehabilitación: Se trata de la creación de un Programa de Atención Psicosocial para 
atender las secuelas psicológicas que el conflicto ha dejado en las víctimas. Además, se prevé la 
rehabilitación física. La atención psicosocial deber ser entendida como los procedimientos de 
acompañamiento que promueven la recuperación de la salud mental de los individuos y la 
reconstrucción de las bases fundamentales de sus relaciones sociales. (iv) Satisfacción: Son 
medidas que propenden por la búsqueda de la verdad, la recopilación y publicación de la memoria 
histórica, y la implementación de medidas de reparación inmaterial, como exención de prestar el 
servicio militar, creación del Día Nacional de las Víctimas, entre otras. De forma particular, es 
importante resaltar que se creará un Centro de Memoria Histórica, encargado de las actividades de 
reconstrucción de la memoria sobre el conflicto y mantenimiento de un archivo de derechos 
humanos. (v) Garantías de No Repetición: Se establece una batería de medidas que buscan evitar 
que las violaciones de los derechos humanos vuelvan a ocurrir. Entre estas se encuentran: la 
implementación de programas de educación en derechos humanos, la derogatoria de las leyes o 
normas que permitan o faciliten la violación de derechos humanos, programas de reconciliación 
social e individual, la participación del sector privado en generación de proyectos productivos, y 
muchas otras más.(Ley de Víctimas y Restitución de Tierras, 2011) Medidas y Derechos al Acceder 
al registro único de víctimas. 
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mecanismos de reparación pueden ser vinculados en dos líneas a partir de las 
cuales se pretende reparar de un modo integral; esto es, a partir del reconocimiento 
de los elementos constitutivos de la víctima como sujeto de dignidad moral, y a 
partir de las condiciones materiales que posibilitan una vida digna y con las 
garantías para llevar una calidad de vida que le permita desarrollarse en un entorno 
social institucionalizado12. Así, la ley de victimas está constituida por una política 
mixta de compensaciones que pretende reparar partiendo de la concepción de 
dignidad humana que soporta todos los mecanismos de reparación: 
 
“La Ley prevé el diseño e implementación de una política mixta de 
reparaciones,con una vertiente dirigida a la restitución de tierras por vía judicial, y 
otra dirigidaal diseño e implementación de un mecanismo extrajudicial y masivo de 
reparaciónintegral a las víctimas por vía administrativa, que comprenderá el 
otorgamiento deuna indemnización por vía administrativa, medidas de 
rehabilitación, de satisfaccióny garantías de no repetición. 
 
El establecimiento de un mecanismo extrajudicial de reparación a las 
víctimasobedece, por un lado, al gran número de víctimas y a las dificultades para 
que todasellas puedan acceder a una reparación en sede judicial. 
 
En el mismo orden de ideas, el programa de reparación administrativa 
propendepor la reparación integral y justa, pues no se agota en la concesión de 
una indemnizaciónadministrativa a las víctimas. Se consagran también medidas de 
restituciónen materia de tierras y vivienda, así como medidas de satisfacción, 
dirigidas al restablecimientode las víctimas en el goce efectivo de sus derechos; de 
rehabilitación,básicamente enfocadas a la atención psicosocial de las víctimas; y 
garantías de norepetición para evitar que las violaciones a los Derechos Humanos 
y las infraccionesal Derecho Internacional Humanitario se vuelvan a producir.”13 
 
 
Bajo este esquema,  podemos plantear las siguientes cuestiones. ¿Sobre qué 
presupuestos conceptuales está basada la noción de justicia como reparación? 
¿Corresponde el concepto de justicia como reparación a la realidad que pretende 
reparar desde una concepción de justicia integral? 
                                                          
12En este sentido la reparación es entendida desde la institucionalidad del estado, mas no se lee allí 
la concepción que puede tener la victima sobre el modo, calidad y forma como exigiría ser reparado 
su sufrimiento. La institucionalización de la víctima pareciera beneficiar más al estado que a la 





En el debate contemporáneo sobre la justicia política es preciso referirse a los 
modos a partir de los cuales se concibe tal noción, y especialmente en el contexto 
de la violencia. Con esto, en la referencia de las teorías de posguerra sobre la 
justicia se sitúa el concepto de víctima y su caracterización; por una parte para 
efectos de comprensión teórica en el marco de una conciencia histórica, y por otra, 
para la aplicación de una normatividad creada para la protección de los derechos 
fundamentales, bajo el concepto de dignidad humana, y para establecer 
mecanismos de no repetición como muestra de garantía de la presencia del estado 
en el proyecto de conservación y recuperación del tejido social. De esta forma, el 
concepto de justicia, circundado por los conceptos de dignidad, reconciliación, y 
memoria, se convierte en el soporte moral de todo intento por restablecer los 
derechos de las víctimas. Respecto a esto, Reyes Mate indica que es imposible 
separar la política contemporánea de su componente moral, tal como lo hemos 
venido evidenciando en el presente capítulo; así nos dice que: 
 
“(…) Pues bien, eso ha cambiado radicalmente (Refiriéndose al concepto de 
justicia de la antigüedad basado en la noción de virtud)  con las teorías 
modernas en las que la justicia ya no es una virtud, sino que es el fundamento 
moral de la política. Hoy, cuando se habla de justicia, estamos hablando de 
fundamento moral de la política. No hay política moralmente justificable si no 
reposa sobre una opción por la justicia. (Mate, La Memoria, principio de la 
Justicia) 102. 
 
Desde esta perspectiva, la pregunta sobre cómo reparar a las víctimas comprende 
dos elementos inseparables. Por una parte la dimensión moral, entendida desde el 
concepto de dignidad humana, y por otra, las formas materiales que se traducen en 
daños físicos y desplazamientos a causa del hecho violento. De este modo, a la 
esfera política le corresponde preguntarse sobre las maneras a partir de las cuales 
se es posible redimir a las víctimas de la alienación permanente dentro del estado 
que comporta la experiencia de la violencia.   
Para las políticas públicas de reparación, la dificultad radica en la concepción 
misma del hecho violento, es decir, a partir de una caracterización de los daños 
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reales efectuados a la víctima, desde su dimensión personal, política y social, tal 
como Reyes Mate lo refiere. De este modo, las acciones que imparte el estado 
para reparar a las víctimas se refieren únicamente a la dimensión política y social, 
ya que los hechos violentos que atentan en contra la dignidad humana, eliminan 
toda posibilidad de reparación. Ante la realidad de lo irreparable, se tiene entonces 
la memoria como elemento fundante de una conciencia histórica que podría 
aunarse a las garantías de no repetición que pretende el estado.En este mismo 
orden, la ley de victimas expresa la creación de Centros de Memoria Histórica 
encargados de recuperar los testimonios orales y las pruebas que reivindiquen la 
dignidad de las víctimas, en términos de reconocimiento, mas no de reparación o 
restitución.14 
Por su parte, las dimensiones política y social son susceptibles de reparación 
únicamente a partir de la recuperación y reconocimiento de los valores humanos 
fundamentales, y de la restitución de los bienes materiales de las víctimas. De esta 
forma, la reparación material, se garantiza, según la ley, a partir de la restitución y 
la indemnización. Con todo esto, la ley de victimas contiene un componente de 
reconocimiento, evidenciado en las acciones legales para el restablecimiento de la 
dignidad humana, y un componente de redistribución, constituido a partir de los 
pactos indemnizatorios y la restitución de tierras. Ambos componentes serán 
tematizados a continuación. 
 
ii 
El componente de reconocimiento de la ley de víctimas puede ser rastreado desde 
dos elementos que se corresponden. Por una parte desde las acciones que 
promueve la ley para la restitución de la dignidad humana a partir del compromiso 
con los principios morales que rigen la estructura de la ley; y por otra, a partir de 
enfoque diferencial que se promulga a través de los criterios normativos de un 
                                                          
14 En este sentido, el lugar de la memoria operaría como justicia como reconocimiento. 
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concepto de justicia basado en la pluralidad y en el concepto de víctima expreso en 
la ley. 
Es recurrente en la estructura de la ley la referencia al concepto de dignidad a partir 
del cual se pretende establecer los derechos susceptibles de ser reclamados por 
las víctimas. Así, la ley promueve el desarrollo de medidas que prevengan a las 
víctimas de la violación de los derechos humanos, a partir de programas de 
reconciliación, y la reinserción a la vida social y laboral a través del mecanismo de 
reparación como garantía de no repetición:  
 
“(v) Garantías de No Repetición: Se establece una batería de medidas que buscan 
evitar que las violaciones de los derechos humanos vuelvan a ocurrir. Entre estas 
se encuentran: la implementación de programas de educación en derechos 
humanos, la derogatoria de las leyes o normas que permitan o faciliten la violación 
de derechos humanos, programas de reconciliación social e individual, la 
participación del sector privado en generación de proyectos productivos, y muchas 




Además de esto, y con la finalidad de garantizar el goce de los derechos, la ley 
declara la necesidad de una reparación en el orden de lo simbólico, a través de la 
creación de fechas de conmemoración, y la exoneración de algunas 
responsabilidades civiles como la prestación del servicio militar. Con esto, se puede 
estimar una estructura legal basada en una política de dignidad igualitaria,aplicable 
únicamente a quienes, por definición del concepto de víctima, participen del 
cubrimiento de la ley.Al estar anclada la ley y sus beneficios al concepto de víctima, 
expreso en ella misma, se presentan algunas excepciones que afectan su 
cubrimiento y aplicación, como es el caso de  las víctimas antes de 1985, quienes 
pueden acceder únicamente a un tipo de reparación simbólica, más no 
indemnizatoria. Respecto a esto, algunas preguntas resultan de esta reflexión: ¿A 
partir de qué criterios es posible establecer los rangos de reparación material de las 
víctimas? ¿De qué manera es equiparable el daño personal causado con un monto 
indemnizatorio? ¿Existe alguna contradicción entre el concepto de dignidad 
igualitaria y los límites que se establecen a partir de la definición de víctima? ¿Es 
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posible pensar una caducidad para el dolor, como una suerte de extinción del 
mismo en el tiempo, que le permita a la ley priorizar un daño sobre otro? 
Al resaltar el enfoque diferencial basado en una justicia plural, a partir del cual se 
priorizan las acciones que corresponden como efecto de ley15, y se reconocen las 
cualidades diferenciadoras de las víctimas, parece que existiera cierta 
contradicción respecto a la noción de reconocimiento susceptible de ser rastreada 
desde la ley, esto a partir de la concepción de una justicia que pretende igualar a 
las víctimas desde la noción que se sustenta, por una parte,  en el concepto de 
dignidad, y por otra el carácter diferencial de la ley, que podría suscribirse en una 
política de la diferencia. En palabras de Taylor (refiriéndose al problema del 
multiculturalismo): 
“(…) Con la política de la dignidad igualitaria lo que se establece pretende ser 
universalmente lo mismo, una “canasta” idéntica de derechos e inmunidades: 
con la política de la diferencia lo que pedimos que sea reconocido es la identidad 
única de este individuo o grupo, el hecho de que sea distinto a los 
demás”(Taylor, 1993, pág. 61) 
De existir alguna contradicción, ésta sería únicamente en el orden de lo teórico, 
pues de acuerdo a los fines prácticos de la aplicación de la ley, la política de la 
diferencia se estima únicamente como un medio para garantizar cierto nivel de 
justicia en términos de redistribución y aplicación de montos indemnizatorios, mas 
no en un reconocimiento de los caracteres individuales de las víctimas como 
criterio enlazado a la noción de dignidad y pluralidad. En otras palabras, el 
componente del reconocimiento intrínseco a la ley se comprende desde tres 
aspectos: a. Como criterio para establecer las cualidades de las víctimas en tanto 
seres cuyos derechos y dignidades fundamentales fueron violentadas, y que no son 
susceptibles de reparación; b. Como criterio para el establecimiento de medidas de 
reparación de orden simbólico con el fin de garantizar la no repetición de los actos 
                                                          
15 Ver apartado 2 Enfoque Legal y Reconocimiento. 
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violentos; c. Desde el enfoque diferencial únicamente con fines de aplicación de la 





De manera general, podemos afirmar que la ley de  justicia y restitución de tierras 
comprende un doble componente de reconocimiento y redistribución. Hemos 
revisado hasta ahora el concepto de reconocimiento integrado a la ley en el marco 
de la justicia transicional. Por otra parte, a partir del componente de redistribución, 
la ley de victimas establece el mecanismo de restitución de tierras, que por demás 
está sustentado, como se ha afirmado anteriormente, en una noción de víctima 
ampliada a los parientes de primer grado de consanguinidad o familia directa que 
se hayan visto afectados con el desplazamiento o la pérdida de bienes en acciones 
violentas; a continuación lo que estima la ley: “ 
 
“En lo que concierne a la restitución de tierras, una de las medidas de reparación 
comprendidas en la Ley, la fecha de partida quedó establecida en el 1° de enero 
de 1991. Adicionalmente, se reconocen expresamente como víctimas al cónyuge, 
compañero o compañera permanente, pareja del mismo sexo y familiar en primer 
grado de consanguinidad, primero civil de la víctima directa, cuando a esta se le 
hubiere dado muerte o  estuviere desaparecida. Se establece también que a falta 
de estas personas, serán víctimas los que se encuentren en segundo grado de 
consanguinidad ascendente.  De la misma forma, se consideran víctimas las 
personas que hayan sufrido un menoscabo en sus derechos fundamentales al 
intervenir para asistir a la víctima en peligro o para prevenir la victimización.” (Ibíd.) 
 
 
Con lo visto, la ley de víctimas se soporta en un enfoque diferencial con fines 
prácticos, y de este modo pretende garantizar la restitución de tierras y los montos 
indemnizatorios de una forma ágil; creando “un proceso judicial rápido y sencillo, 
                                                          




con la intervención de una Unidad Administrativa para que el proceso sea 
organizado y focalizado, para restituir la tierra a los despojados”17. 
Hemos atendido hasta ahora los componentes procedimentales que permiten el 
desarrollo de la ley; también hemos llamado la atención a aquellos conceptos 
filosóficos que sustentan el marco teórico de la misma. Esto nos permite obtener 
una comprensión de la justicia de víctimas sobre el contexto social en el cual se 
establece la lucha por la reparación de los daños causados por la violencia, lo cual 
implica una reflexión en torno al significado político de las víctimas y un 
cuestionamiento del marco a partir del cual se establece la justicia de víctimas; en 
otras palabras, es necesario determinar si la justicia de víctimas se agota en una 
comprensión del reconocimiento y la restitución como categorías generales  de 
justicia18.  
 
Nancy Fraser tematiza en su obra “IustitiaInterrupta”(Fraser, 1997) la redistribución 
y el reconocimiento como dos concepciones amplias de justicia, referidas a la 
justicia multicultural; sin embargo, resulta importante revisar si las distinciones 
establecidas porFraser se instituyen de igual manera en el caso de la justicia de 
víctimas;  y con esto, poder dilucidar de qué forma operan ambos conceptos en el 
caso de la justicia de víctimas, y estimar si debido al enfoque multicultural sobre el 
cual se soporta la teoría mencionada, el carácter de reconocimiento y redistribución 
en la ley de víctimas requiere de matices y valoraciones específicas. 
 
Para empezar, debemos indicar que  según Fraser es necesario establecer los 
elementos a los que se refieren ambos tipos de justicia, teniendo como punto de 
partida una categorización de las exigencias de justicia que corresponden, tanto a 
al reconocimiento, como a la redistribución. En primer lugar, la autora indicaque la 
redistribución está arraigada en la estructura político económica, es decir, que 
representa una clase de justicia referida únicamente a las exigencias de este 
                                                          
17 (íbid) 
18 En este punto nos valdremos de la revisión conceptual del concepto de Justicia Reconstructiva del filósofo 
español Manuel Reyes Mate. 
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orden, y es en el campo de la estructura  de la economía política estatal que se 
sitúa la mitigación de los factores que favorecen las injusticias relacionadas con la 
desigualdad económica.Por otra parte, se refiere a la injusticia cultural o simbólica; 
en este caso, “la injusticia está arraigada en los patrones sociales de 
representación, interpretación y comunicación.”19 Los elementos que corresponden 
a este tipo de injusticia se refieren a la justicia como reconocimiento.20Las 
peticiones de que atañen a esta última poseen como perspectiva fundamenta 
laidentidad, ya sea porque precisan de trato diferencial, como es el caso de la 
discriminación basada en diferencias étnicas, y las víctimas; o reconocimiento 
igualitario, en el caso de la discriminación por género, o derechos de las 
comunidades LGBT. 
 
Para volver a nuestra cuestión, cabe precisar en este punto -como se aclaró en 
apartados anteriores-21que en el caso de la ley de víctimas el enfoque diferencial 
dentro del sustento de la normatividad presenta un propósito práctico para definir el 
grupo de sujetos que cobija la norma y los términos para la aplicabilidad de la 
misma. En este sentido, el concepto de reconocimiento se entrelaza con la lógica 
de la redistribución, sin embargo, la ley contiene elementos que apuntan a la 
reparación integral; por ejemplo, la reparación simbólica. Empero, la reparación 
integral no se ofrece en la ley a la totalidad del grupo comprendido como víctima 
por esta misma; punto que será tematizado más adelante. 
 
Para aclarar lo anterior,primeromostraremos cómo actúa según Fraser la dinámica 
de la justicia como redistribución, y tendremos en cuenta la idea de bivalencia, 
manejada por la filósofa, que permite el entrelazamiento de la justicia como 
redistribución y como reconocimiento. Como punto seguido, trataremos de justificar 
la importancia de desplazar la justicia de víctimas desde  los conceptos abstractos 
que alimentan el constructo jurídico sobre el cual se pretende  dar respuesta a las 
                                                          
19 (Fraser, 1997)Página 22 
20 Nancy Fraser se refiere en este punto a toda manifestación de irrespeto en contra de la dignidad e 
identidad humana, que, en algunos casos, se traspasa desde la estructura simbólica cultural, y se hace visible 
en el trato discriminatorio por género, etnia, condición social etc. Cfr. (ibíd.) 
21 Cfr. Página 23 
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luchas por reparación, hacia la situación actual y real de los sujetos afectados, 
atendiendo a sus necesidades, escuchando sus relatos, y sobre todo, prescribiendo 
una noción de justicia reconstructiva que dé lugar a lo “no dicho” en el escenario de 
la violencia. 
 
Para comenzar, debemos afirmar con Fraser que “la distinción entre la injusticia 
económica y la cultural es una distinción analítica. En la práctica las dos se 
entrecruzan”22, es decir, que aquellas peticiones que, en el ámbito del 
multiculturalismo, exigen un reconocimiento de la identidad a partir de un enfoque 
normativo diferencial, conllevan por sí mismas una dimensión económica23; lo cual 
implica que en algunos casos la desigualdad en términos económicos propicie en la 
práctica algún tipo de discriminación, o acentúe de alguna forma los imaginarios y 
significaciones culturales que privilegian a ciertos grupos sociales sobre otros. O 
también, que las peticiones de reconocimiento de la identidad conlleven a ciertas 
restituciones en el orden económico, es decir, que promuevan la reestructuración 
normativa para otorgar privilegios en este ámbito a aquellas colectividades que 
instauran las demandas en términos de justicia igualitaria y equitativa. De acuerdo 
a esto, el procedimiento para reparar la justicia económica se encuentra dentro de 
los límites de la estructura social y política que corresponda directamente a la 
naturaleza de estas demandas; Fraser expresa: 
 
“La solución para la injusticia económica es algún tipo de reestructuración 
político social. Esto puede implicar la redistribución del ingreso, la 
reorganización de la división del trabajo, el someter la inversión a decisiones 
democráticamente adoptadas, o la transformación de las estructuras 
económicas básicas”(Fraser, 1997) Pág. 24 
 
                                                          
22 (Fraser, 1997) Página 23. 
23 “Análogamente, aun las prácticas culturales más discursivas tienen una dimensión político- económica 




Por otra parte, respecto a las injusticias culturales, o aquellas que se establecen en 
el plano de las significaciones y representaciones socio- culturales indica que: 
 
 
“La solución para la injusticia cultural, por el contrario, es algún tipo de cambio 
cultural o simbólico. Esto podría implicar la revaluación cada vez mayor de las 
identidades irrespetadas y de los productos culturales de los grupos 
menospreciados. Podría implicar reconocer y valorar positivamente la diversidad 
cultural. De manera más radical aún, podría implicar la transformación total de los 
patrones sociales de representación, interpretación y comunicación, creando 
cambios en la autoconciencia de todos. (ibíd.) 
 
 
Sin embargo, los criterios que permiten identificar a qué categoría de justicia 
pertenecen determinadas demandas, se complejizan al situarse sobre peticiones 
que exigen respuesta, tanto en el ámbito socioeconómico, como en el plano de las 
significaciones culturales. Para nuestra autora, las colectividades bivalentes 
expresan precisamente la necesidad de ser correspondidas desde ambos planos; 
lo cual es característica de la justicia como reparación integral esgrimida al interior 
de la Ley. 
 
Como hemos dicho, el concepto de reconocimiento se encuentra unido al de la 
identidad; así, la perspectiva de la identidad que se deduce desde el concepto de 
víctima en la ley, no debería reducirse a una definición estipulada por ésta para una 
aplicación eficaz de la misma, ni agotarse en una demanda de reconocimiento y 
participación dentro del espacio político, sino que su naturaleza se encuentra 
enlazada a la dimensión ético- política.Si bien, el reconocimiento desde el 
multiculturalismo indica unos aspectos que distan de los elementos que constituyen 
esta noción en el marco de la justicia de víctimas,  podemos encontrar que ambos 
tipos de injusticia están arraigadas en procesos y prácticas que sistemáticamente 
ponen a unos grupos de personas en desventaja frente a otros (tal como lo señala 




Si afirmamos con anterioridad que el reconocimiento en la ley de víctimas no se 
agota en la justicia como redistribución, entonces debemos detenernos a plantear 
la cuestión sobre la necesidad de ampliar la discusión en el plano de la justicia 
reconstructiva, aquella que estima, desde un plano meta político, las lesiones a la 
integridad humana que no son únicamente propias de una estructura estatal 
concreta, vinculándose al reconocimiento, no sólo desde la perspectiva de la 
negación de los plenos derechos legales y de protección de las víctimas, sino que 
permite una comprensión de éstas desde un plano ético- político. 
 
Desde esta postura, el atender el significado de quienes sufren por la 
violenciarequiere una reconfiguración de la noción de víctima, que permitirá 
reconocer las particularidades que definen el problema moral y político que se 
descubre en la realidad de la violencia. Reyes Mate en su obra “Justicia de 
Víctimas” (Reyes Mate,) postula una mirada hacia éste problema desde la cultura 
reconstructiva, que toma como punto crucial a la memoria, y que representa la 
alternativa para restituir los tejidos sociales corroídos por las injusticias y la 
violencia; lo cual enlaza las cualidades de un asunto político y legal, con la 
perspectiva moral, desde la cual se presenta una demanda insistente de 
reparación: 
 
“Es necesario que la nueva convivencia se construya habiendo aprendido la 
lección, a saber, que la violencia al querer resolver un problema político- real o 
imaginario, es lo mismo humillando al hombre, convirtiéndole en víctima, lo que 
hace es transformar un supuesto problema político en un colosal problema moral”24 
 
 
Este autor presenta así a la memoria  como el punto de partida de un proceso de 
reparación que confluye en la posibilidad de la reconciliación. Con esto, se integra 
al aparato teórico sobre la justicia de víctimas la noción de perdón político como 
posibilidad de la reconstrucción social. Con esta perspectiva se privilegia la 
reflexión política desde la responsabilidad moral y no únicamente desde la ley, 
visibilizando las víctimas y situándolas en un lugar en el cual se convierten en 
                                                          
24 Ibíd. 8 
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sujetos históricos relevantes para la construcción de una concepción de justicia que 
parte del cuestionamiento de una normatividad que no da respuesta a las 
demandas reales de las víctimas, y que exija de esta misma forma, la modificación 
del aparato jurídico que afecte, o atente en contra de la dignidad humana. 
 
La cultura reconstructiva, tal como la llama Reyes Mate presenta una orientación 
hacia los sujetos inmersos en los efectos de las acciones violentas,  tanto en el 
ámbito legal como moral. Empero, presenta una fuerte tendencia a sustituir los 
elementos punitivos que acompañan los procesos judiciales en torno a la justicia de 
víctimas por las nociones de justicia y reparación de las víctimas; lo cual implica 
una confrontación directa con los hechos, las víctimas y los victimarios, para 
establecer una relación reconstructiva y reparadora que permita dar lugar, tanto a 
las víctimas, sus sufrimientos y peticiones, como a los victimarios, sus móviles, y la 
posibilidad de resarcir, en alguna medida, el daño ocasionado. Con lo anterior, ésta 
noción de justicia muda las expectativas de una justicia igualitaria, que desde el 
ámbito penal se limita a la ejecución de un castigo equivalente al daño, hacia la 
posibilidad de la restauración definitiva de un constructo social con un pasado 
violento. 
 
Finalmente, la confianza de la reparación se presenta en la memoria como 
posibilidad de sobrepasar la “muerte hermenéutica”; término utilizado por el autor 
como el suceso que acaece en el lugar en el cual la violencia en contra de algún 
sujeto desemboca en un proceso de anulación de la dignidad humana, de lo sufrido 
y de lo acontecido; en este contexto es el silencio el que prima sobre la verdad de 
unos hechos que están ávidos de ser desentrañados desde la sepultura 
representada por el temor, la represión, y aún, el aparataje normativo que no 
promueve el enfrentamiento con la historia de las víctimas. “La memoria se 
enfrenta al asesinato hermenéutico, de ahí que el hecho de recordar suponga 
salvar el sentido de a muerte al explicar ese daño inferido al otro como una 
injusticia, es decir, como la negación de algo propio e inalienable que pide justicia” 




Todo esto se refiere al concepto de víctima. En el camino recorrido hasta ahora 
logramos identificar que, si bien los conceptos de redistribución y reconocimiento 
resultan cardinales en la interpretación del concepto de justicia implícito en la ley de 
víctimas y restitución de tierras en Colombia, es el concepto de víctima el que pone 
en dificultades la integralidad de la norma. De este modo, se hace imperante 
examinar las implicaciones que se derivan de tal noción, incorporada por la ley, y 
revisar las posibilidades de un concepto de víctima que dé lugar a las 
construcciones subjetivas y los alcances, en el plano de la moral y el orden político, 









CONTRASTE CRÍTICO ENTRE LA NOCIÓN Y EL CONCEPTO DE VÍCTIMA. 
 
En el presente capítulo intentaremos realizar una lectura crítica de la noción de 
víctima planteada en la “Ley de víctimas y restitución de tierras”. Se trata de 
mostrar, a modo de contraste, las posibles fisuras que pudiera presentar la Ley de 
Reparación, en perjuicio de las víctimas que no apliquen para una reparación 
material, o sea, integral. El espejo crítico a través del cual observaremos esta 
noción, es el concepto de victima desplegado por  Reyes Mate, junto a otros 
conceptos  subsidiarios como el resentimiento y el perdón. 
Es una crítica que, para decirlo de otro modo, muestra las profundas exigencias 
morales realizadas por la connotación del concepto de víctima, frente a una ley 
que, si bien se compromete con el resarcimiento moral, no alcanza a satisfacerlo 
de forma integral. 
La forma en la que será expuesto este contraste es la siguiente: parte de una 
exegesis de la noción de victima esbozada por la ley, es decir, una caracterización 
que busca encuadrar la noción de víctima desde las reivindicaciones que les 
corresponde por ley, tanto principios como derechos.  En un segundo momento, 
mostramos los rasgos fundamentales que exige el concepto de victima desarrollado 
por reyes Mate, señalando desde allí, las posibles críticas que puede tener la 





NOCIÓN DE VICTIMA: 
La noción de víctima aparece en la ley de víctimas y restitución de tierras, 
adelantada por el Ministerio del interior y de Justicia de la república de Colombia. 
La formulación completa reza de la siguiente manera: “Ley de víctimas y 
Restitución de Tierras, por la cual se dictan medidas de atención, asistencia y 
reparación integral a las víctimas  del conflicto armado interno y se dictan otras 
disposiciones”. Desde su formulación, esta ley apunta a la reparación integral de 
las víctimas del conflicto armado colombiano, intención u  objetivo que, como lo 
veremos con mayor amplitud más adelante, no se puede cumplir de forma cabal. 
(Supra, p. 69) 
Una primera definición de víctima aparece en la presentación de la ley, en el 
apartado llamado Objeto y ámbito de aplicación de la ley. Allí dice literalmente:  
Serán victimas “aquellas personas que individual o colectivamente hayan sufrido 
un daño por hechos ocurridos a partir del 1° de enero de 1.985, como 
consecuencia de infracciones al derecho Internacional Humanitario o de 
violaciones graves manifiestas a las normas internacionales de Derechos 
humanos, ocurridas con ocasión del conflicto interno  armado” […] víctima será 
toda persona que sufra daño como consecuencia de violaciones a las normas de 
derechos Humanos o infracciones al DIH, independientemente de quién fuera el 
victimario. (LEY. 2011, p. 8) 
 
Esta noción de víctima contiene tres aspectos: a) Cataloga como víctimas para esta 
ley, las personas – individuales o colectivas- que hayan sufrido algún daño dentro 
del conflicto armado colombiano, y que tipifique dentro del DIH o los DH. b) Sin 
embargo,  serán víctimas susceptibles de reparación material, aquellas que hayan 
sido violentadas a partir de una fecha estipulada: el 1° de enero de 1.985. Y c) 
Teniendo en cuenta lo anterior, se nominarán como víctimas, independientemente 
de quién haya sido el victimario. Es decir, que se puede colegir que es una víctima, 
sin depender quién haya infligido el daño: el Estado, los grupos insurgentes al 
margen de la ley que luchan contra el estado (guerrillas), o grupos que se 
encuentran entre ambos bandos, creados por la población civil que pretende auto-
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protegerse, cuando el Estado no presta la suficiente seguridad (autodefensas 
AUC). 
Ahora, una línea más abajo, la ley formula una cláusula que aclara la forma de 
reivindicación de las victimas anteriores al año estipulado: “las victimas anteriores a 
1.985 accederán a la reparación simbólica y a las garantías de no repetición” 
(LEY,p. 8). Así, las victimas anteriores a este año, serán reparadas de forma 
simbólica, en su memoria, brindándoles la seguridad positivizada en la ley, para 
que lo ocurrido, no les vuelva a suceder.  
La ley también contempla una fecha estipulada para la restitución de tierras, el 1° 
de Enero de 1.991. Esta fecha está establecida de forma anárquica, como si la 
expropiación injusta y el éxodo masivo en las distintas regiones del país, hubiera 
empezado en ese año. Si bien es cierto que en los últimos veinte años, la 
expropiación y la extorsión han sido dos de las más productivas modalidades de 
delincuencia de los GAOML25, no son procesos delictivos que emergen justo hace 
veinte años. Precisamente la creación de los grupos paramilitares en Colombia 
responde a este actuar delictivo, y su creación comienza años antes de la fecha 
estipulada.  
Acto seguido, la ley enuncia quiénes pueden ser las personas reconocidas como 
víctimas, dependiendo del grado de consanguinidad, si la víctima directamente 
implicada no se encuentra viva o secuestrada; o si ni la víctima, ni los implicados 
en segundo grado de consanguinidad se encuentran vivos o secuestrados. 
Igualmente, las personas que por ayudar a la víctima hayan sufrido la violación de 
sus derechos; la forma en que pueden ser víctimas los parientes de los miembros 
de los GAOML, y los niños víctimas del reclutamiento ilegal. Dice la ley:  
 
Se reconocen expresamente como victimas al conyugue, compañero o compañera 
permanente, pareja del mismo sexo o familiar en primer grado de consanguinidad, 
primero civil de la víctima directa, cuando a esta se le hubiere dado muerte o 
estuviese desaparecida. Se establece también que a falta de estas personas, serán 
víctimas los que se encuentren en segundo grado de consanguinidad ascendente. De 
                                                          
25 La sigla significa: Grupos Armados al Margen de la Ley. 
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la misma forma, se consideran víctimas las personas  que hayan sufrido un 
menoscabo en sus derechos fundamentales al intervenir para asistir a la víctima en 
peligro o para prevenir la victimización.  
Toda vez que la ley forma parte de la política de Justicia Transicional, se incorporan 
ciertos límites al concepto de víctima relacionado  con la pertenencia a los grupos 
armados organizados al margen de la ley (GAOML). En consecuencia los victimarios 
no serán víctimas.  
Sin embargo, se establece que el conyugue, compañero o compañera permanente, o 
los parientes de los miembros de los grupos armados organizados al margen de ley 
serán considerados como víctimas directas por el daño sufrido en sus derechos, pero 
no como víctimas indirectas por el daño sufrido por el miembro de dichos grupos.  
Los niños, niñas y adolescentes víctimas del delito de reclutamiento ilícito tendrán un 
tratamiento especial. (Ibídem). 
 
Tenemos entonces que en el ámbito y aplicación de la ley, dentro de sus marcos y 
linderos, las víctimas serán aquellas personas que hayan sufrido, en el conflicto 
armado colombiano, la violación de los derechos contemplados en el DIH26 o en los 
DH; pero solo apartir del 1° de Enero de 1.985, o en el caso de la restitución de 
tierras, desde el 1° de Enero de 1.991. En el momento de no cumplir con estas 
cláusulas, la casuística de la víctima pone otros límites dependiendo del grado de 
consanguinidad y de la no presencia física de la víctima, de si son niños, niñas o 
jóvenes reclutados de forma ilegal, o si, al ofrecer ayuda a la víctima se vulneraron 
los derechos, siendo en este caso víctimas. Por otro lado, lo  que queda claro, es 
que el victimario no podrá ser víctima en ningún caso, y sus parientes lo serán, no 
porque tengan una relación directa o indirecta con éste, sino porque se les haya 






                                                          
26 Derecho Internacional Humanitario. 
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PRINCIPIOS QUE AMPARAN EL TRATO DE LAS VICTIMAS. 
 
A continuación, la Ley de víctimas formula los principios que guían la forma en que 
serán tratadas las víctimas. Estos principios son: el reconocimiento de la dignidad, 
el de buena fe, el de igualdad y el enfoque diferencial.  
La ley parte entonces del principio que reconoce la dignidad de la víctima, que ha 
sufrido algún atropello en sus derechos dentro del conflicto armado colombiano. 
Este reconocimiento como persona digna es la base de todos los demás, pues re-
establece un reconocimiento que la víctima había perdido, en el momento y en el 
proceso de victimización. Es precisamente la dignidad uno de los valores más 
preciados que protegen la condición humana de cada individuo, que es, 
precisamente, lo que pierde la víctima. 
El principio de buena fe se instaura para evitar que la víctima tenga que desarrollar 
la fatigosa acción de probar su condición de víctima ante la ley. El Estado, en este 
caso, presume que la víctima está diciendo la verdad. Y en el caso de presuponer 
que la víctima está mintiendo, el Estado es quien deberá aportar el soporte 
probatorio. Así, la mera revelación o testimonio, le bastará a la víctima para que se 
le otorgue su reconocimiento de tal. 
El principio de enfoque diferencial, apunta a darle a la víctima un trato específico 
dependiendo de su condición particular, evitando toda posible segregación: “edad, 
genero, orientación sexual y situación de discapacidad […] líderes sociales,  
miembros de organizaciones sindicales, defensores de derechos humanos y 
víctimas de desplazamiento forzado” (Ibíd, p. 9). 
Los principios de progresividad, gradualidad y sostenibilidad, tienen  como objeto 
garantizar el óptimo funcionamiento de todas las medidas adoptadas para  el 
tratamiento de las víctimas, es decir, que haya  celeridad y sostenimiento acorde de 
todos los procesos y medios puestos al servicio de éstas.  
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Por último, dentro de los principios enunciados, se encuentra la definición de 
justicia transicional. 
 
Los diferentes procesos y mecanismos judiciales o extrajudiciales asociados con 
los intentos de la sociedad por garantizar que los responsables de las violaciones 
[…] rindan cuentas de sus actos, se satisfagan los derechos a la justicia, la verdad 
y la reparación integral a las víctimas, se lleven a cabo las reformas institucionales  
necesarias para la no repetición de los hechos y la desarticulación de las 
estructuras armadas  ilegales, con el fin último de lograr la reconciliación nacional 
y la paz duradera y sostenible.(Ibídem). 
 
La definición de la justicia transicional contiene todo lo referente a la reparación 
integral de la víctima, los procesos y mecanismos judiciales y extrajudiciales, a 
través de los cuales se deben satisfacer los derechos de las víctimas y el pago 
justo de los victimarios. Esta moviliza la exigencia legal y extralegal en pro de una 
eficiencia que reconozca y repare a las víctimas para alcanzar, como objetivo 
último, la reconciliación y la paz sostenible.  
 
MEDIDAS DE REPARACIÓN QUE CONFORMAN LA INTEGRALIDAD. 
 
Uno de los aspectos más relevantes de la justicia transicional, implementada para 
solucionar el conflicto armado colombiano, es la reparación integral de las víctimas; 
esto es, por un lado, la restitución de los derechos civiles, políticos y económicos 
de las personas perjudicadas por la lucha armada y, por otro lado, la reivindicación 
de las prerrogativas inherentes al estatus de ciudadano; prerrogativas que se 
vieron lesionadas a causa de violaciones manifiestas al Derecho Internacional 
Humanitario o a las Normas Internacionales de Derechos Humanos.  
En este sentido, la asistencia humanitaria es el paso más inmediato a desarrollarse 
después de un acto de victimización, la primera fase de un proceso de reparación. 
El Artículo 26, del Capítulo II de la Ley de víctimas y restitución de tierras, tipifica el 
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derecho a solicitar y recibir atención humanitaria. Esta clase de asistencia 
propende a proporcionar óptimas condiciones de vida a las personas victimizadas, 
por medio de la satisfacción de las necesidades básicas para la subsistencia. Otra 
fase de la asistencia humanitaria, entendida esta como una serie de dispositivos 
gubernamentales para mitigar el perjuicio sufrido por las víctimas en el conflicto 
armado, es la que apunta a la reinserción social de las personas victimizadas. 
En esta parte cabe hacer mención de la diferencia entre los servicios sociales del 
Estado, la asistencia humanitaria y el proceso oficial de reparación. Estos 
mecanismos gubernamentales se distinguen entre sí pero se complementan a la 
hora de brindar asistencia humanitaria a las víctimas. La implicación más 
importante de esta diferencia es que los servicios sociales del Estado no 
reemplazan la reparación. Un ejemplo de esto es el servicio de salud que se  debe 
prestar a las víctimas, servicio que está incluido en el programa de rehabilitación, 
contemplado a su vez en la Ley de víctimas y reparación de tierras. Esto indica que 
el servicio social del Estado se integra al plan general de reparación, pero no lo 
reemplaza. 
Volviendo a la noción de ayuda humanitaria, en ocasiones también denominada 
"atención humanitaria", ha de tenerse en cuenta que ésta se compone de diversos 
dispositivos y niveles de acompañamiento a la víctima. Un caso concreto es la 
noción de "atención", que puede entenderse como la disposición del Estado para 
recibir y estudiar los casos de violación de los Derechos Humanos en el marco del 
conflicto armado colombiano; otro componente de la "atención" es la información 
oportuna y veraz que se le brinda a las víctimas, como parte de un plan integral de 
acompañamiento psicosocial, para que las personas perjudicadas puedan acceder 
a los servicios funerarios, de salud y educación sin costo alguno.  
Ahora bien, en cuanto a la reparación material se refiere, la Ley de víctimas 
dispone, por una parte, de una política encaminada a efectuar un plan de 
restitución de tierras por vía judicial y, por otra parte, establece un mecanismo de 
reparación integral por vía administrativa, constituido, básicamente, por programas 
de rehabilitación sobre la garantía de que no se repetirán actos violentos o 
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retaliaciones contra las personas victimizadas, e indemnizaciones por vía 
administrativa. 
 La iniciativa de reparar a las víctimas extrajudicialmente, es decir,  por vía 
administrativa, se justifica a partir de la cantidad de procesos de violaciones a los 
derechos humanos que esperan por resolverse y que exceden, con mucho, la 
capacidad de gestión de los despachos judiciales. Así las cosas, la Ley contempla 
una serie de medidas relacionadas con los pasivos, los créditos, las deudas y 
demás obligaciones financieras  que las personas victimizadas hayan dejado de 
cumplir a causa de actos violentos perpetrados en su contra. En consecuencia, la 
Ley establece una categoría de riesgo financiero en la que integra a las víctimas 
del conflicto armado, con miras a recuperar la capacidad productiva de esta parte 
de la población. Medidas preferenciales para las víctimas como la refinanciación y 
el redescuento de las deudas contraídas con el sistema financiero, así como la 
exoneración de las obligaciones tributarias relacionadas con el impuesto predial u 
otros rubros atinentes a las obligaciones inherentes a la propiedad.  
De igual forma, la Ley determina un programa de alivio de cartera morosa en 
relación a las deudas por concepto de servicios públicos domiciliarios, bien sea de 
un predio restituido o formalizado. El modo de ejecutar las reparaciones por vía 
administrativa procederá al margen del victimario, en otras palabras, sólo se tendrá 
en consideración a la víctima. La reparación por vía administrativa le permite al 
Estado proponer sumas y montos indemnizatorios más bajos en relación a los 
montos que pueden determinarse mediante el fallo de la justicia ordinaria.  
Es pertinente aclarar que este proceso de reparación administrativa se da en los 
términos de un Contrato de Transacción, lo cual significa que la persona 
victimizada tiene que aceptar y declarar, en documento público, que el monto 
indemnizatorio recibido cubre la totalidad de la suma que el Estado debe 
reconocerle por los daños sufridos en su calidad de víctima. Esto le representa al 
Estado una medida de caución para evitar futuros procesos judiciales o la 
reapertura de procesos anteriores, así como una vía para cerrar casos pendientes. 
Desde esta perspectiva, la reparación por vía administrativa se presenta como la 
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respuesta estatal a los cuantiosos procesos pendientes por victimización y de los 
cuales tiene que responder.  
Por esta razón, o sea, por la cantidad de reclamaciones pendientes, la Ley de 
Reparación de Víctimas ha de instituir un mecanismo de control para impedir, en 
primer lugar, que las víctimas con derechos queden al margen del programa de 
reparación y que, en segundo lugar, personas sin derechos accedan al mismo.  
Aunadas a las medidas de asistencia y de atención, que implican programas de 
rehabilitación médica y psicosocial, están las medidas de satisfacción. El propósito 
de las medidas de satisfacción pretende restituir el goce fáctico de los derechos 
lesionados en los actos de victimización y que comprometieron la dignidad de las 
personas violentadas. Así, dentro de las medidas de satisfacción se pueden contar 
: la exención del servicio militar, los actos de reparación simbólica -como el hecho 
de establecer un día especial para las víctimas, en este caso es el 10 de diciembre, 
día internacional de los Derechos Humanos- así como los actos conmemorativos 
que apuntan a rescatar la Memoria Histórica de las víctimas. A este respecto, la 
Ley instituye un Centro de Memoria Histórica, el cual se puede ver como un 
esfuerzo por recopilar todo el acervo de material documental posible para que sirva 
como testimonio perdurable de uno de los episodios más cruentos de la historia 
colombiana.  
Así pues, la asistencia, la atención y la reparación de víctimas están 
institucionalmente subordinadas a una serie de entidades gubernamentales de tipo 
nacional y territorial, lo mismo que a organizaciones privadas o públicas 
encargadas de desarrollar proyectos que apunten a la reparación integral de las 
víctimas. En consecuencia, el marco institucional encargado de velar por el 
adecuado desarrollo del programa de reparación es el Sistema Nacional de 
Atención y Reparación Integral a las Víctimas.  
De igual manera, la Ley prevé la institucionalización de un departamento 
administrativo para la formulación, estudio, adopción y desarrollo de proyectos de 
asistencia, atención y reparación integral de las personas victimizadas, dentro de 
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los cuales se contemple la reintegración social y económica de las víctimas, la 
inclusión social y la atención prioritaria a los grupos poblacionales más vulnerables. 
Está previsto que este sistema administrativo cuente con dos instancias 
primordiales: un Comité Ejecutivo para la Atención y Reparación Integral de las 
Víctimas y una Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación 
Integral de las mismas.  
A este respecto, cabe acotar que el Comité Ejecutivo sería el máximo ente rector 
de la política de Atención y Reparación Integral de las Víctimas. Su principal 
función consiste en diseñar los planes y programas proyectados para llevar a buen 
término la política de reparación de personas victimizadas. Por su parte, la Unidad 
Administrativa oficiará como un organismo dependiente del Comité Ejecutivo y 
estará encargada de coordinar de forma óptima y eficiente el accionar de las 
entidades que constituyen el Sistema Nacional de Atención y Reparación Integral a 
las Víctimas; en otras palabras, su principal función consiste en velar por la 
ejecución efectiva, en el orden nacional y territorial, de los planes previstos por el 
Comité Ejecutivo en lo concerniente a la Reparación Integral de las Víctimas. 
En lo que respecta al restablecimiento del derecho de propiedad, la Ley también 
prevé la creación de la Unidad de Gestión de restitución de Tierras; sus principales 
funciones son: conducir por la vía procesal adecuada los casos de restitución de 
tierras y disponer de los medios adecuados para llevar a cabo los planes previstos 
a este respecto. 
Otra de las entidades que hace parte del entramado institucional de la Ley de 
Reparación de Víctimas es el conjunto de Comités Territoriales de justicia 
Transicional. Estos están encargados de desarrollar planes de acción locales que 
armonicen con los planes de acción más generales dispuestos por el Alto Comité. 
En este sentido, los Comités Territoriales de Justicia Transicional deben actuar al 
unísono con todo el Sistema Nacional de Atención y Reparación Integral a las 
víctimas, en los niveles departamental, distrital o municipal, según sea el caso.  
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En este nivel de la gestión, que integra a todos los estamentos institucionales de la 
Ley de Víctimas y Restitución de Tierras, se espera la cristalización de las políticas 
reparativas propuestas: como el derecho de las personas victimizadas a la verdad, 
la justicia y la reparación efectiva, así como la garantía de que no se volverán a 
presentar actos violentos en contra de ninguna víctima reparada y la 
implementación de programas eficaces en cuanto a la inclusión social de las 
víctimas, la inversión social en las poblaciones más afectadas por el conflicto y la 
ejecución de los planes de desarme, desmovilización y reintegración.      
Todas estas disposiciones de derecho e institucionales que dispone la ley, están 
enfocadas desde una serie cuya lógica es consecuencialista, es decir, un tipo de 
pasos necesarios e infranqueables que deben seguir las victimas dentro de la ley, 




REPARACIÓN, RECONOCIMIENTO, MEMORIA, PERDÓN Y RECONCILIACIÓN 
 
La ley de víctimas asume la serie: reparación, reconocimiento, memoria, perdón y 
reconciliación, como los pasos que se deben seguir para llegar a un fin último como 
el restablecimiento de la democracia y, con ello, indefectiblemente, la paz. Así, La 
reparación es una noción general que comprende y contiene otras nociones 
fundamentales, en el marco del proceso de reivindicación que debe hacer el Estado 
a la víctima. La reparación de la víctima implica que haya el restablecimiento y el 
posterior reconocimiento de todos los derechos, materiales y simbólicos, que les 
hayan sido violados a las personas victimizadas; por consiguiente, dentro de los 
actos reparativos están contempladas una serie de acciones con miras a satisfacer  
la víctima de manera simbólica, en aquello que es irreparable. Este aspecto 
específico de la Ley tiene como propósito reconstruir la memoria histórica que dé 
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cuenta de los eventos de violación a los Derechos Humanos, de los perpetradores 
y de las víctimas, como paso primordial para alcanzar el perdón. El perdón de la 
víctima a su victimario hace parte del constitutivo teleológico de la Ley de 
Reparación de víctimas, a saber, la reconciliación. En otras palabras, la 
reconciliación con la paz se erige como la Finalidad prioritaria e imperativa que se 
pretende alcanzar con el proceso de Justicia Transicional, específicamente, con la 
Ley de Víctimas y Reparación de Tierras.  
En consonancia con lo anterior, es necesario hacer una exégesis de las nociones 
reparativas -contempladas en la Norma- y tendientes a resarcir los derechos que 
velan por la dignidad de las personas, los mismos que fueron violentados en la 
víctima. Así las cosas, los actos de reparación simbólica  tienen como propósito 
redimir en su dignidad a la víctima, motivo por el cual deben implementar 
mecanismos y estrategias que satisfagan, de manera integral, a las personas 
victimizadas, es decir, que sean reconocidos los privilegios de los cuales goza en 
su derecho cualquier ciudadano y que, en última instancia, lo define como tal.  
Así, el perdón viene a ser la última fase de un proceso de desagravio simbólico que 
requiere de la ejecución previa de actos reparativos como el reconocimiento público 
de las acciones violentas que lesionaron, no sólo la vida y los bienes de las 
víctimas, sino también su honra; esta clase de reconocimiento demanda la 
comparecencia de los responsables de dichos actos criminosos, bien sea por su 
acción directa o por omisión negligente, en el caso del Estado. 
De acuerdo con lo anterior, y siempre desde el marco legislativo, el reconocimiento 
es un fin intermedio que alude a la restitución de las cualidades y condiciones  
perdidas de forma involuntaria y violenta, verbo y gracia, la Dignidad. En efecto, la 
Dignidad se constituye como una cualidad o un atributo potestativo e inalienable de 
las personas, motivo por el cual resulta de primer orden, en la agenda del Proyecto 
de Ley en cuestión, el reconocimiento, esto es, el resarcimiento del Valor Absoluto 
que representa la Dignidad. En otras palabras, el reconocimiento puede entenderse 
como la convalidación pública y concreta del acervo de derechos de los cuales 
fueron despojados las víctimas, y como la condición de posibilidad para alcanzar el 
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Fin de la política de reparación, es decir, el cese definitivo del conflicto armado. En 
efecto, la Exposición de Motivos que justifica la Ley de Reparación de víctimas y 
Restitución de Tierras, afirma: 
 
"El reconocimiento de las víctimas, a través de la búsqueda imperativa de la 
materialización de sus derechos, es al tiempo una finalidad intermedia y sus 
resultados serán el rasero –y de hecho lo son, hoy día- a través del cual se mida 
el éxito de este proceso, cuya finalidad última es la reconciliación nacional y el 
restablecimiento de la democracia." Pag 3 (Lleras, 2010) 
 
 
En este sentido, se puede afirmar que el reconocimiento está íntimamente ligado al 
conjunto de derechos que le son potestativos a las personas; en última instancia, el 
objeto directo del reconocimiento reparativo son las prerrogativas constitucionales 
que le confiere el Estado a los ciudadanos, es decir, sus derechos. La cartilla de la 
Ley de Víctimas y Restitución de Tierras concibe el Reconocimiento en función de 
la reivindicación de los beneficios que otorga la Ley; a este respecto se puede 
leer:"El articulado allana el camino para el reconocimiento de las víctimas, sin 
importarquién fue su victimario, les reconoce derechos, otorga prioridades en el 
accesoa servicios del Estado y las convierte a ellas y sus familiares, en acreedores 
de una reparación integral." (Ley de Víctimas y Restitución de Tierras, 2011) p.7 
 
 
Otro componente del proceso de reparación simbólica es la recuperación de la 
memoria histórica. De hecho, la respuesta del proceso indemnizatorio y reparativo 
ante lo irreparable procede mediante actos de conmemoración permanentes, es 
decir, mediante eventos, hechos y lugares específicos que testimonien los 
episodios de lesa humanidad acaecidos (cfr. ibídem, p. 15). El propósito de la 
recuperación histórica obedece a un imperativo ético que obliga al Estado con las 
víctimas y con la sociedad en su totalidad, obligación que es indisociable con el 
deber imperioso de declarar la verdad de los acontecimientos. El objetivo de 
conservar el recuerdo de los episodios de victimización es poner en conocimiento 
de la sociedad en general toda la verdad acerca del proceder lesivo de ciertas 
facciones armadas en detrimento de una parte de la población civil. 
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En consonancia con lo anterior, es lícito a firmar que la verdad es el eje en torno 
del cual gravitan los actos de satisfacción inmaterial, máxime si se tiene en 
consideración que la veracidad de lo sucedido tiene como fuente principal el 
cúmulo de testimonios de las personas directamente afectadas, o sea, sus 
versiones particulares de las vivencias adversas y las repercusiones de estas.  
 
La verdad en cuanto derecho está esquematizada, conceptualmente, en el trabajo 
de la profesora de leyes Diane Orentlicher27, en su trabajo "Promoción y protección 
de los Derechos Humanos", publicado por el Consejo Económico y Social de las 
Naciones Unidas. En este escrito, la verdad como derecho está desglosada en tres 
momentos, a saber: Derecho inalienable a la verdad, deber de recordar y derecho 
de las víctimas a saber. 
 
De acuerdo con lo expuesto por la profesora Orentlicher, el derecho inalienable a la 
verdad es una atribución potestativa e innegociable de todo pueblo que haya 
soportado episodios de violaciones a los derechos humanos. Esto quiere decir que 
el conocimiento de la verdad de los actos criminosos pretéritos es, por principio, el 
derecho que detenta una  determinada sociedad a conocer su pasado y, por 
conexidad, el deber que tiene la misma sociedad de rememorarlo. El pasado 
cruento de una determinada sociedad no puede menos que constituirse como 
patrimonio histórico de la misma. En este sentido, la memoria del pasado violento 
se convierte en algo que es preciso conservar, o sea, es una obligación con 
objetivos directos: evitar la invisibilización de las víctimas, impedir que hechos 
similares se repitan y confrontar tesis revisionistas o negacionistas.El derecho de 
las víctimas a saber tiene como objeto el esclarecimiento de las circunstancias y de 
                                                          
27Retomamos en este punto el texto de  la doctora Orentlicher, ya que es la base teórica sobre la 
cual se expone el tratamiento del derecho a la verdad, según la exposición de motivos de la ley: “El 
derecho a la verdad. El conjunto de principios para la protección y la promoción de los derechos 
humanos mediante la lucha contra la impunidad. Esta sistematización se apoya en el “Conjunto de 
Principios para la protección y promoción de los derechos humanos mediante la lucha contra la 
impunidad”. Estos principios fueron actualizados por la experta independiente Diane Orentlicher, de 
acuerdo con informe E/CN. 4/2005/102, presentado a la Comisión de Derechos Humanos 
(Principios 1 a 4). Página 13 (Lleras, 2010) 
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los agentes que posibilitaron crímenes de lesa humanidad, así como conocer la 
suerte que corrieron los familiares desaparecidos de los sobrevivientes.  
 
Ahora, en el derrotero previsto por la Ley,  el perdón ocupa un lugar anterior a la 
finalidad, al sumumbonum del acto legislativo que apunta a reivindicar a las 
víctimas del conflicto armado, la reconciliación y, con ello, la paz. El perdón se 
encuentra dentro del proceso de reparación simbólica expuesto por la ley, en él 
deben confluir los ejercicios de recuperación de la memoria y todo el aparataje 
puesto por el estado, para la recuperación psicosocial de la víctima. Sin embargo, 
dentro de la ley no aparece, de forma explícita, la noción de perdón; simplemente 




El coordinador del sistema nacional de atención y reparación de las victimas 
procederá, con la colaboración de los organismos competentes, a la elaboración 
y divulgación de un documental, con cargo al Fondo para el Desarrollo de la 
Televisión Pública, en el que se reavive la memoria de las víctimas y se haga 
público el perdón de los victimarios por los hechos cometidos. Todas las 
entidades del Estado estarán obligadas a otorgar los medios dispuestos a su 
alcance para garantizar la realización de este documental, el cual deberá ser 
transmitido por el canal institucional y por los canales regionales y privados, en 
los términos en que se establezca por la Comisión Nacional de Televisión. 
(LEY.2011, p. 69). 
 
 
Se presume entonces, el desarrollo de un proceso que  active en la víctima ese 
movimiento espontaneo de su psiquismo que le permita otorgar, sinceramente, el 
perdón a su victimario. Por consiguiente, el primer paso para alcanzar la absolución 
del imputado es la confesión, por parte de este, de la responsabilidad que le cabe 
en actos de violaciones a los Derechos Humanos. El segundo momento de este 
ceremonial, es el indulto que se hace del victimario de cualquier cargo moral por 
sus actos. De esta manera se cierra la fase del perdón, siempre con miras a lograr 
el objetivo principal de la Ley de Víctimas: la Reconciliación.  
 
De acuerdo con lo antedicho, el perdón oficia como requisito para la consecución 
del objetivo último del proceso reparativo, previsto por la Justicia Transicional en 
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términos de Reconciliación. Por Reconciliación, la Ley de Víctimas entiende la 
recuperación de los trastornos sociales ocasionados por la violencia sistemática. 
También puede entenderse como el restablecimiento de la institucionalidad 
alterada por el conflicto, es decir, la Democracia. En el apartado concerniente al 
Restablecimiento de la democracia y/o de la paz o de transición hacia ellas, 
incluido en el trabajo de la profesora Orentlicher se afirma: 
 
En el sentido de los presentes principios, esta expresión se refiere a las 
situaciones al término de las cuales, en el marco de un proceso que da lugar a un 
diálogo nacional en favor de la democracia o a negociaciones de paz para poner 
fin a un conflicto armado, se llega a un acuerdo, sea cual fuere su forma, en virtud 
del cual los protagonistas o las partes interesadas convienen en tomar medidas 
contra la impunidad y la repetición de las violaciones de los derechos 
humanos(ORENTLICHER. 2005, p. 6) 
 
 
Tenemos entonces que todos los procesos de reparación (material o simbólica) y el 
reconocimiento de los derechos de la víctima vía justicia transicional, son los 
medios que se deben adecuar para el fin último que es la reconciliación. Ahora, una 
vez hemos mostrado de forma exegética la definición de víctima  propuesta por la 
ley, junto a las formas de reivindicación moral, simbólica y material que conviene a 
esta, desplegaremos un segundo ensayo donde contrastaremos  la noción jurídica, 
frente a la conceptualización filosófica sobre la víctima expuesta por el filósofo 





En este segundo ensayo intentaremos hacer un análisis crítico de la noción de 
víctima proclamada por la ley, junto a las formas de reivindicación simbólica, moral 
o política que sobre ésta recen. Se trata de mostrar qué tanto se ajusta la ley a una 
elaboración teórica de la víctima, y cuáles pueden ser sus lugares porosos, sus 
vacío o incoherencias. La forma en que será expuesto el ensayo, intentará guardar 
cierta sincronía con la exposición del ensayo anterior, es decir, que partiremos de 
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la noción de víctima, adentrándonos en las reivindicaciones exigidas por el 
concepto, sea simbólica o material, hasta llegar al objetivo expuesto por la ley, esa 
meta estatal que pretende satisfacer la necesidad de una nación: la reconciliación.   
 
Partimos entonces del concepto de víctima expuesta por el filósofo español  Reyes 
Mate en su texto del 2.008 “Justicia de las víctimas: terrorismo, memoria, 
reconciliación”. Allí Reyes Mate dice:  
 
Víctima es quien sufre violencia, causada por el hombre, sin razón alguna. Por 
eso es inocente. El concepto de víctima es impensable sin el correlato del 
verdugo. Por eso no son víctimas, en sentido riguroso, ni los que sufren 
violencia natural (no hay verdugos), ni se es víctima por el hecho de sufrir: los 
nazis condenados sufrían, pero no eran víctimas, como tampoco lo es quien 
muere intentando matar. La inocencia es su primera característica.  
La víctima es, además, en sí misma significativa. Su sentido no hay que 
buscarlo fuera de ella (en la masa de la que forma parte; en las ideologías que 
defiende o en el futuro que prepara), sino en ella misma. Lo que se quiere decir 
es que su reducción a la nada (su derrota, la frustración de sus proyectos) es 
en sí misma significativa. El asesinato es la objetivación de la intencionalidad 
del asesino, o dicho de otra manera, el proyecto político del asesino se objetiva 
en la negación del otro, en reducirle a no-sujeto, en quitarle de en medio. 
(REYES. 2008, p 35) 
 
La víctima es entonces, al decir de Reyes Mate, la persona que sufre violencia sin 
razón alguna, de allí viene su inocencia. Pero es impensable la víctima sin su 
contraparte, el verdugo, la persona que ejerce sobre la víctima el extremo de toda 
dominación posible. De allí que en las formas de violencia donde no haya verdugo, 
necesariamente no hay víctimas, aunque haya sufrimiento. La inocencia y el 
verdugo (sea quien fuere: el Estado, una persona individual, un grupo armado al 
margen de la ley etc.) son dos condiciones básicas para que se dé algo como una 
victimización. Ahora, la víctima guarda su significado en ella misma, en su 
inocencia primaria y en su sufrimiento. No hay que otorgarle la nominación de 
víctima por la filiación política que ha tenido, los valores o la causa que hay 
defendido. Es víctima simplemente porque en ella se objetiva la intencionalidad del 
sayón, el querer reducirla a la nada, llevarla a un estado de no- sujeto. 
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Esta definición tiene una connotación profundamente moral al partir de la inocencia 
de la víctima, de su estado cero de culpa. Así, deslinda de ella todo anclaje exterior 
que implique una determinación social, de credo o doctrina política. La víctima es 
entonces singular, alguien que, aún haciendo parte de éste o aquel ideario, de este 
o aquel grupo, es inocente. Aquella persona donde el poder se hace efectivo. 
Ahora, sobre la base de esta definición de víctima, Reyes Mate expone una 
tipología, una clasificación del daño que se puede recibir  dependiendo del tipo de 
violencia sistemática que se haya padecido. Igualmente, expone la reivindicación 
que se debe hacer a cada tipo de víctima. Pero sin mencionarlo, Reyes Mate 
también está exponiendo una tipificación de la víctima, ajustada al tipo de violencia 
sociopolítica que se haya padecido, pues en los tres casos se mantienen las 
características que fundamentan la singularidad de la víctima: la inocencia, el 
verdugo y su significatividad.  
 
En general se puede decir que la violencia política produce tres tipos de daño. En 
primer lugar un daño personal evidente producido cuando se mata a alguien, 
cuando se le ha torturado secuestra, se le extorsiona, amenaza. En estos casos se 
produce un daño que afecta a la persona y a su entorno familiar o de amigos. Un 
segundo tipo de daño es el dañopolítico, que es aquel que ocurre cuando alguien 
mata a otro por razones políticas y de esta manera está enviando un mensaje 
como, es el de que el violento está luchando por una sociedad política; y entonces, 
en esa sociedad la víctima no tiene sitio, es “superflua”, como dice Hannah Arendt. 
En tal caso se le niega a la víctima el carácter de ciudadano y eso causa un daño 
político.  El tercer tipo de daño es el daño social y se da cuando se mata a alguien 
por razones políticas y de esta manera se divide o se causa una fractura en la 
sociedad. Y hay una división entre quienes lloran las muertes y quienes las 
celebran. Aquí se produce un daño social en el sentido de fractura social y 
también en el sentido de que se empobrece la sociedad.Oliveira A. (2011) Revista 
Amauta, 18, 144. 
 
 
Pueden haber entonces tres tipos de violencia sistemática, que dan como 
consecuencia tres tipos de daño y  de víctima: Una violencia personal que, como su 
nombre lo indica, afecta solamente al individuo. En este momento la víctima es 
singular, y el daño lo sufre su entorno más cercano. Un segundo daño es el 
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político, allí la víctima  ve menoscabado su estatus civil, ante un verdugo que lucha 
por una sociedad política determinada y en la cual está demás la víctima. Un tercer 
tipo de daño asociado víctimas inocentes es el  perjuicio social, daño que se da 
cuando un particular homicidio fractura y divide la unidad social, causando una 
conmoción política manifestada por medio de bandos que se enfrentan en una 
lucha, entre quienes aprueban los asesinatos y quienes los rechazan entre el dolor 
y la indignación. Lo anterior es una consecuencia de la victimización de alguien 
cuya repercusión directa es la desintegración de la concordia social. 
Ahora, las respuestas políticamente justas que convienen a cada tipo de daño, al 
decir de Reyes Mate, son las siguientes:  
La respuesta justa política al daño personal consiste en la reparación; en la 
reparación de lo reparado. La sociedad tiene que dar una respuesta de reparación, 
en lo que haya de reparable. Y cuando resulte irreparable hay que mantener la 
memoria; eso no hay que echarlo al olvido. No se puede reparar una vida 
asesinada y por tanto la sociedad está obligada a recordar si quiere dar una 
respuesta justa a esa violencia, a ese daño personal; tiene que recordar lo 
irreparable. La respuesta políticamente justa al daño político, a esa negación de la 
ciudadanía, la podríamos resumir con la palabra reconocimiento. Hay que 
reconocer a las víctimas, reconocer su carácter ciudadano; y esto no solamente de 
boquilla, sino tratando de construir una comunidad política que repiense a fondo la 
relación entre violencia y democracia. Pero más importante que la reparación es la 
memoria de lo irreparable. 146 nadie puede sustituir a la víctima en el perdón, pero 
tampoco nadie se lo puede exigir; por eso es un acto gratuito. Hay que tener en 
cuenta que la víctima ha sufrido un daño que no se puede reparar. […] 
La respuesta políticamente justa al daño social consiste en pensar un proceso de 
reconciliación que es muy complejo, porque supone acercar a sectores 
enfrentados que se han hecho mucho daño. Ese proceso de reconciliación supone 
recuperar para la sociedad al victimario y a la víctima para reconocerle su 
significado político y al victimario para hacerle saber que es importante para la 
sociedad; eso tiene que saberlo el victimario. Tiene que saber es que debe haber 
reconciliación en esa sociedad que él ha roto; los demás le deben decir que es 
muy importante para esa sociedad reconciliada; no porque haya hecho un gran 
gesto, sino que ha producido un gran daño. 
Pero es imprescindible ese discurso; es fundamental para la reconciliación. (Ibíd, 
p. 145) 
 
La respuesta justa al daño personal requiere de un mecanismo de reparación 
material y social, que lleve nuevamente a la víctima a condiciones óptimas para la 
reintegración social. En el momento en que este proceso sea trunco, por la 
ausencia material de la víctima u otro factor, se debe mantener la memoria, es 
decir, se debe mantener en el recuerdo social lo sucedido. La respuesta al daño 
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político se debe dar a través del reconocimiento de los derechos de la víctima que 
fue invisibilizada, llevada a la negación de su carácter ciudadano. La reparación a 
los trastornos sociales motivados por actos de victimización, constituye una trama 
complicada por cuanto el objetivo primario es resarcir el tejido social roto por 
desavenencias violentas que, necesariamente, han de dejar profundas improntas 
en las personas más afectadas, más perjudicadas y más dolidas con el desarrollo 
de los acontecimientos. Este es el desafío que debe superarse en aras de la 
reparación al daño social y a la subsecuente Reconciliación. Es importante resaltar 
que la Reconciliación implica la redención sociopolítica, tanto del verdugo como de 
la víctima, esto es, la reinserción a un entramado social libre de hostilidades 
armadas y que brinde las condiciones necesarias para el ejercicio político 
democrático.  
 
Como se puede apreciar, la figura de la víctima ha cobrado marcada relevancia en 
el acontecer sociopolítico global, por lo menos después de Auschwitz, lo cual 
equivale a otorgarle una importancia prioritaria y proporcional a la gravedad de lo 
sucedido. La víctima ha dejado de ser, por lo menos desde el análisis teórico, la 
damnificada silenciosa del devenir histórico. En el caso colombiano, hay que decir 
que este proceso de visibilización y reivindicación de las víctimas, producto de un 
conflicto que se ha zanjado por más de cincuenta años, es reciente y por demás 
inacabado, dado que deja unas fisuras que no pueden menos que generar debates 
como, por ejemplo, la exclusión de personas victimizadas antes de una 
determinada fecha, lo cual conmueve los cimientos justificativos de la Ley, ya que 
dicha exclusión atenta, básicamente, contra la "integralidad", noción determinante 
del andamiaje conceptual que sostiene el Acto de Ley atinente a la reparación de 
víctimas y restitución de tierras. 
 
Aunque la Ley de Víctimas y Restitución de tierras se ajusta a la tipificación de la 
víctima propuesta, entre otros, por Manuel Reyes Mate, y Diane Orentlichner, en 
tanto ofrece los mecanismos para la reparación, el reconocimiento, la memoria, el 
perdón y, como consecuencia de éstos, la reconciliación; y, aun cuando la propia 
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ley se protege, es decir, se previene de incurrir en inconsistencias 
inconstitucionales, las fisuras que se encuentran en ella dan al traste con un 
proceso integral que, eventualmente permitiera la reconciliación, el restablecimiento 
de la democracia y la paz.  
 
Así pues, la crítica que pretendemos plantear no es de carácter legislativa, sino 
ética, o sea, de lo que se trata es de exponer las desavenencias del Acto  
Legislativo respecto de una concepción de justicia englobante y que, no obstante, 
sacrifica  la cobertura total y la atención de ciertas víctimas en pro de agilizar el 
proceso general de reconciliación. La improcedencia salta a la vista, dado que 
resulta cuestionable un proceso de reconciliación que limite sus alcances y 
beneficios a una parte de las víctimas.  
 
En este orden de ideas, el perdón, como uno de los componentes psicológicos más 
relevantes de la Ley, por cuanto constituye un fin intermedio para alcanzar la paz, 
podría trastabillar, ya que es debatible la posibilidad de obtener el perdón de una 
persona que no tiene la convicción de haber sido reparada justamente. De hecho, 
en la sentencia C-253A/12, emitida por La Corte Constitucional, se patentiza la 
inconformidad de varias personas que juzgan desigual el trato que la Ley establece 
y que pone plazos para acceder a los beneficios en su calidad de víctimas. Aún 
cuando la Corte determinó que establecer un tope cronológico para la atención de 
las víctimas no contraviene la Carta Magna, algunas personas consideran que 
 
los límites temporales impuestos en los artículos 3° y 75 de la Ley 1448 de 2011, 
dan lugar a un trato discriminatorio, restringen de manera desproporcionada y sin 
fundamentación suficiente los derechos de quienes se han visto afectados por 
actos de violencia anteriores a las fechas allí establecidas y desconocen el 
contenido del concepto de víctima, tal como ha sido definido en la jurisprudencia 









CRÍTICA A LA NOCIÓN DE VTIMA. ¡NI PERDÓN, NI OLVIDO! 
 
La noción de víctima planteada por la Ley, como vimos la exégesis anterior, toma 
como criterio de definición, los daños sufridos por personas o grupos de personas y 
que involucren lesivamente el Derecho Internacional Humanitario. Toda persona 
que haya recibido algún daño dentro del conflicto armado colombiano, y cuyo daño 
tipifique dentro del derecho internacional, o los derechos humanos, encuadran 
dentro de la noción de víctima. Dice la ley: "víctima será toda persona que sufra 
daño como consecuencia de violaciones a las normas de derechos Humanos o 
infracciones al DIH, independientemente de quién fuera el victimario" (LEY pág 8). 
 
 Sin embargo, la ley hace explícita una cláusula cronológica que restringe y 
singulariza la concepción, el significado de la víctima: "Serán víctimas aquellas 
personas que individual o colectivamente hayan sufrido un daño por hechos 
ocurridos a partir del 1° de enero de 1.985 (LEY. 2011, p. 8). Las personas que se 
pueden considerar como víctimas son entonces aquellas que han sufrido un 
menoscabo en sus derechos, como consecuencia del conflicto armado colombiano, 
pero a partir del primero de enero de 1.985. La justificación del por qué es esta 
fecha la elegida y no otra, no se encuentra dentro de la ley, como tampoco se 
encuentra dentro de la exposición de motivos, documento que fundamenta los 
principios de la ley. En definitiva, la determinación de esta fecha es, básicamente, 
anárquica28.   
 
Ahora, a las víctimas anteriores a la fecha establecida solo se les reparará de 
forma simbólica, ofreciéndoles la garantía de no repetición. Dice la ley: “las victimas 
anteriores a 1.985 accederán a la reparación simbólica y a las garantías de no 
repetición” (Ibídem). Las garantías de no repetición indican que se protegerá a la 
víctima de ser re-victimizada, de padecer nuevamente una falta a sus derechos; 
                                                          
28Proponer esta fecha y no otra, como aquella a partir de la cual la víctima se puede calificar como lo que es, y 
no sustentar el por qué de esta decisión con una justificación coherente, no indica tanto una  arbitrariedad 
por parte de la ley, sino una cifrada connotación de injusticia, al imponer en nombre de la justicia, una 
significación de la víctima que no evidencia su carácter democrático. 
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mientras que la reparación simbólica apunta a una reparación quizá de orden 
psicosocial, que intenta restaurar la normalidad de la víctima. Además el caso 
reposará en los anales testimoniales del Centro Nacional de Memoria histórica, y 
se le rendirá un reconocimiento el día 10 de diciembre de cada año "Día Nacional 
de Solidaridad con las Victimas".  
 
¿Qué problemas se suscitan de esta clasificación de las víctimas, que trata 
excluyentemente a las personas victimizadas antes del 1° de Enero de 1985?Como 
se ha indicado en líneas anteriores, uno de los principios rectores de la Ley de 
Reparación de  Víctimas y Restitución de tierras es la integralidad, o sea, todo el 
conjunto de medidas y acciones tendentes a desvanecer las consecuencias 
perjudiciales de las violaciones perpetradas contra personas inocentes, así como el 
restablecimiento de las condiciones de vida que la víctima tenía antes de ver 
lesionados sus derechos. Así las cosas, la integralidad oficia como un principio 
garante de ecuanimidad, primordialmente si se tiene en consideración el carácter 
general, absoluto si se quiere, del término "integral", lo cual sugiere una reparación 
acorde al menoscabo padecido, es decir, total y completa respecto de un estado de 
cosas anterior a los actos de violación. La completitud sería, por definición, la 
cualidad primera de la integralidad en tanto principio del acto reparativo. La 
reparación integral, básicamente en lo que concierne a la satisfacción económica y 
patrimonial, no entra en la dinámica del lucro de la víctima, en relación directa con 
el detrimento patrimonial de la parte responsable de la indemnización; la reparación 
integral alude, más bien, a la reposición justa e igualitaria del orden anterior a los 
actos violentos que trastocaron el normal curso de la vida de las víctimas. 
Principios rectores de la Ley de Víctimas como son la garantía del debido proceso y 
la igualdad, sugieren un trato ecuánime a todo aquel que compulse su condición de 
víctima, independiente a la fecha de su victimización. En consecuencia, la lógica 
funcional de la integralidad de la reparación establece que el monto indemnizatorio 
no puede ser ni más ni menos que lo equivalente a la totalidad de las pérdidas 
sufridas y, en cuanto reparación, debe estar dirigida a la totalidad de personas 
victimizadas: ni más ni menos, pero todo y a todos, este  puede ser el esquema 
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Pese al carácter constitucional de los actos legislativos estipulados en la Ley de 
víctimas, entre ellos la facultad de fijar topes y límites para determinar a quiénes 
ampara dicha ley, esta contraviene los principios rectores, es decir, éticos, de la 
norma; esta contravención se constata en la exclusión que  representa poner un 
límite de acceso, una especie de reserva de admisión. La igualdad en este caso, se 
ve menoscabada, pues necesariamente habrá personas que, a pesar de la 
gravedad de los hechos que hayan sufrido, y a pesar de las pérdidas materiales 
padecidas, no ingresaran al beneficio restitutorio ofrecido por la ley, como se 
constata en la denuncia antes expuesta.  (Cfr. Infra. p. 70)  
 
La víctima en este caso, al no sentir un trato igualitario por parte de la ley y el 
Estado, al sentir que su derecho a la igualdad no es restituido, se sabrá  entonces 
discriminada, lo cual constituye para la persona victimizada una doble falta en 
contra de sí: por un lado, las violaciones sufridas por cuenta de facciones armadas 
y, por otro lado, el abandono por parte del Estado. En consecuencia, se puede 
comenzar a poner en tela de juicio el carácter igualitario de la Ley y, por conexidad, 
la integralidad de la misma. Como se afirmó en líneas precedentes, la integralidad 
connota un alcance absoluto respecto del ámbito en que despliega; 
específicamente, respecto de las víctimas, en la integralidad convergen la totalidad 
de personas que convaliden su condición de víctimas y, por ende, el derecho a la 
restitución de la totalidad del monto del cual fueron despojados. Pero las cláusulas 
excluyentes de la Ley como, por ejemplo, tener en consideración únicamente a las 
personas victimizadas a partir del primero de enero de 1985, impiden que pueda 
haber una reparación integral. En este sentido, no se cumpliría con el ergónde la 
integralidad, ya que un tratamiento desigual que deje por fuera a ciertas víctimas, 
no puede garantizar que desaparezcan los traumatismos causados por el conflicto 
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armado. Este contrasentido de la Ley puede venir en perjuicio del telos dela misma, 
es decir, la Reconciliación. 
 
La ecuación es simple: si no se restituyen las condiciones favorables que las 
personas victimizadas gozaban antes de los actos de violaciones a sus derechos, 
la idea de una reparación integral es insostenible. Lo anterior, así expuesto, da 
pábulo para mirar con sospecha la posibilidad de un Reconciliación efectiva, ya que 
las voces de inconformidad respecto al carácter excluyente de la Ley son 
manifiestas. Así lo demuestra un informe del CINEP, fundación adscrita a la Orden 
Jesuita que sigue de cerca procesos sociales, y que oficia como coadyuvante en la 
rehabilitación y reintegración de víctimas de la violencia. En dicho reporte, es 
manifiesta la inconformidad y el descontento, de una parte de la población 
victimizada, por el tratamiento discriminatorio de la Ley.   
 
El otro elemento demandado, relacionado con las fechas límites de la Ley para el 
reconocimiento de las víctimas y su acceso a la reparación también fue también 
fallado por la Corte Constitucional (4). En este caso, la Alta Corporación señaló 
que no existía vulneración al derecho a la igualdad y mantuvo las fechas de 1985 
para el acceso a la ley y 1991 para la solicitud de restitución de tierras (5). [...] A 
pesar de que los demandantes consideran que con estas exclusiones se vulnera 
de manera grave e injusta a todas las posibles víctimas que se incluyan en dichos 
criterios discriminatorios, en este caso la Corte no coincidió con estos argumentos 
y decidió mantener el texto normativo como fue aprobado en el legislativo.  
Como se deduce de estas demandas, es de suma importancia profundizar el 
debate jurídico y político sobre el universo de personas potencialmente 
beneficiarias de la ley y la necesidad de acoger interpretaciones amplias e 
incluyentes que tengan en cuenta la prolongación y generalización que ha 
alcanzado la violencia en nuestro país, máxime si se pretende hacer de esta ley un 
instrumento efectivo para la reparación, la transición y la 




Aunque la ley ha fallado a favor del Establecimiento, ya que este se encuentra 
protegida de incurrir en incongruencias constitucionales, el simple hecho de que la 
víctima acuse la vulneración de sus derechos, significa que el conflicto sigue 
caminando en la conciencia de las víctimas, haciendo resaltar el carácter injusto de 




Estamos considerando la responsabilidad de generaciones posteriores no tanto 
respecto a actos de sus mayores cuanto a los derechos de la víctimas del 
pasado.  (…) si no se les reconoce vigencia, la misma injusticia puede ocurrir de 
nuevo. Ese reconocimiento tiene además un evidente sentido político, pues 
donde refleja la falta de reconocimiento de los derechos de las víctimas es en la 
aceptación de un presente-y sus estructuras- construido sobre los derechos de 
los vencedores. (REYES. 1991, p.  215) 
 
 
Al no reconocer la vigencia de los derechos de las víctimas, la ley no asume una 
responsabilidad que pueda servir de ejemplo a las generaciones posteriores, así 
los verdugos del conflicto armado seguirán siendo los vencedores. 
 
Ahora, desde la perspectiva de las víctimas, esta iniquidad no puede menos que 
generar un sentimiento moral oprobioso como lo es el resentimiento. La situación 
permanente de victimización en la cual queda la persona que no alcanza una 
reparación integral, propicia las condiciones necesarias para acrecentar, en las 
víctimas inconformes, el resentimiento. Esta particular emoción es altamente 
significativa, desde el punto de vista moral, a fin de analizar, críticamente, los 
fundamentos conceptuales de la Ley de Víctimas. La relevancia de examinar el 
resentimiento, como secuela emocional de un particular tipo de inconformidad, 
radica en el peso semántico que comporta dicho término. El contenido conceptual 
del resentimiento se puede constatar en la obra de Peter Strawson, Libertad y 
Resentimiento. En esta obra, el resentimiento es considerado como un sentimiento 
moral, lo cual significa que resentirse es el resultado de un juicio moral efectuado 
por alguien que se siente agraviado por otro u otros. En este sentido, el 
resentimiento corresponde, antes que a una explicación, a una valoración de los 
actos de otras personas. Jurgen Habermas amplía la visión del resentimiento 
expuesto por Strawson; esto se corrobora en las cuatro características del 
resentimiento, que realiza el filósofo alemán. En primer lugar, el resentimiento se 
da en el juego de una relación performativa, o sea, en una forma relacional en la 
cual el rol de los copartícipes en una acción está predeterminada, en su contenido 
y su forma, por una suerte de protocolo que establece el proceder de los agentes 
de dicha acción, esto es lo que puede entenderse como "expectativas", es decir, lo 
que se espera de alguien o de algo, en un ámbito convencionalmente definido. El 
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análisis que realiza Michel Foucault, ilustra mejor el carácter de ciertas 
circunstancias que son, precisamente, performativas. En "El gobierno de sí y de los 
otros", Foucault afirma: 
 
Como bien saben, para que haya un enunciado performativo es preciso que 
exista cierto contexto, más o menos estrictamente institucionalizado, y un 
individuo que tenga el estatus necesario o se encuentre en una situación bien 
definida. Dado todo esto como condición para que un enunciado sea 
performativo,y bien, [un individuo] formula ese enunciado. Y éste es performativo 
en cuanto resulta que la enunciación misma efectúa la cosa enunciada.* Deben 
conocer un ejemplo archibanal: el presidente de la sesión se sienta y dice: 
"Queda abierta la sesión". Pese a su apariencia, el enunciado "queda abierta la 
sesión" no es una afirmación. No es ni verdadero ni falso. Resulta simplemente 
—y esto es lo esencial- que la formulación "queda abierta la sesión" hace que, 
por eso mismo, la sesión se abra. E incluso, en un contexto mucho más 
débilmente institucionalizado pero que, de todos modos, implica un conjunto de 
ritos y cierta situación bien definida, cuando alguien dice: "le pido perdón", y bien, 
efectivamente lo pide, y el enunciado mismo "le pido perdón" efectúa la cosa 
enunciada, a saber, que Fulano ha pedido perdón a Mengano. 
(FOUCAULT.2011, p. 61) 
 
 
De tal forma, el resentimiento como emoción moral es performativo en la medida 
que los agentes involucrados están cohesionados por la dinámica intersubjetiva 
que va de la primera a la segunda persona, en este caso, la intersubjetividad está 
marcada por las expectativas que  unas personas dejaron de cumplir a otras. Está 
dinámica excluye a terceros, a observadores externos.   
 
La exclusión del tercero tiene implicaciones morales, dado que la interpretación del 
estado de cosas por parte de un agente ajeno a las mismas, le resta sentido moral 
a los eventos.Esta consecuencia suscita una especie de exigencia para el teórico 
de la moral, ya que este debe abordar el fenómeno como si fuera un participante 
directo y no un mero espectador. En esta medida, el estudioso podrá tener una 
panorámica más amplia del acervo de sentimientos morales implicados en un 
determinado fenómeno social. 
 
Desde un punto de vista performativo el resentimiento es una categoría moral, no 
por la falta infringida de un individuo a otro, sino porque se ha contravenido un 
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corpus preceptivo tácito; es decir, el resentimiento surge de las expectativas 
normativas que se dejan cumplir por parte de algún participante directo en el 
fenómeno social. 
 
Una última característica del resentimiento es la potestad de la normatividad moral 
imperante, en conexión directa con la pretensión implícita de que esta es válida en 
sí misma. Miguel Giusti explica esta parte en los siguientes términos:  
 
…A las normas se puede recurrir de modo impersonal porque se sobreentiende 
que ellas gozan de algún tipo de evidencia tácita para todos. La indignación 
reposa, en último término, "en un contenido cognitivo"12; quien se indigna, cree 
tener razones para pensar que se ha violado una expectativa normativa y 
presupone además que el culpable puede justificar su actitud o inclusive 
cuestionar la validez de la expectativa normativa.  GIUSTI M. (1990) Arete N° 2, 
11. 
 
Tenemos, entonces, que el componente cognitivo del resentimiento implica realizar 
una evaluación particular de la realidad, a la luz de unos contenidos morales con 
validez universal que, por alguna circunstancia, fueron quebrantados por unos, en 
detrimento de otros. Como se ha dicho, este cálculo propicia las condiciones para 
que se acreciente el resentimiento en el ánimo de las víctimas que no accedan a la 
reparación integral, lo cual puede convertirse en un obstáculo para que los 
agraviados otorguen el perdón a sus victimarios.  
 
En efecto, parece que el resentimiento desplaza la posibilidad del perdón y que , a 
su vez, arrastra tras de sí un sentimiento de culpa no satisfecho por la ley. Así, 
podemos afirmar que la víctima es al victimario como el perdón es a la culpa, es 
decir, son términos que se remiten y se corresponden. Respecto de la culpabilidad, 
Reyes Mate reconoce en su texto titulado "Sobre la reconciliación o de la memoria 
al perdón", una tipología de la culpa que excede la definición jurídica de la 
culpabilidad y sus implicaciones. En el análisis del filósofo español se tiene en 
consideración la caracterización que Hace Karl Jaspers de la culpa. Con ocasión 
del gran Juicio de Nüremberg, Jaspers aduce que el espectro de la culpabilidad 
sobrepasa, con creces, los dominios de una valoración jurisprudencial de los actos 
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de criminalidad. Según esta afirmación, hay distintos modos de ser de la culpa, por 
llamarlos de alguna manera, y que tienen repercusiones morales universales. A la 
par de la culpa criminal, que radica en quebrantar las normas, existen la culpa 
política, la culpa moral y la culpa metafísica.  
 
Concisamente, la culpa política es la responsabilidad que le cabe a los ciudadanos, 
en tanto que gobernados, de los actos criminosos que cometieran sus gobernantes. 
La culpabilidad moral es la parte de responsabilidad que le corresponde a cada 
sujeto de acuerdo a su respuesta ante actos criminosos: "si miró a otro lado, si se 
la jugó por las víctimas, si se escudó en la obediencia debida."(Mate, Sobre la 
reconciliación, o de la memoria al perdón)La culpabilidad metafísica alude al 
fragmento de culpa que le corresponde a cada ser humano por el sufrimiento que 
un congénere infringe a otro; el asunto es simple: si nadie hizo nada por impedir los 
eventos oprobiosos, todos somos culpables. 
 
En este sentido, podemos afirmar que el resentimiento, como un obstáculo para 
alcanzar  el perdón, también tiene que ver con la conciencia que tiene la víctima de 
una culpabilidad impune que vino en perjuicio de su propia persona, la cual es 
necesario reparar antes de pretender, si quiera, que esta contemple la posibilidad 
de perdonar a los culpables por el sufrimiento causado. 
 
De esta manera el perdón, que es para Reyes Mate la virtud política en  todo el 
proceso de reparación  de las víctimas, se torna un objetivo inalcanzable. "La 
regeneración interior que acompaña el proceso del perdón es requisito 
indispensable para que la convivencia entre seres humanos cristalice en 
comunidad". (REYES. 2008, p. 7). La restauración de una convivencia que permita 
comunidad, o la reconciliación social es prácticamente imposible si la víctima no ha 
sido reparada en  su totalidad, si se encuentra contagiada de un resentimiento, y la 
conciencia de una  culpabilidad que continua sin resolverse por parte del Estado, 
que es el principal responsable de generar las condiciones necesarias para resarcir 
la condición de las víctimas. 
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EL PERDÓN. CATEGORÍA INCONMENSURABLE. 
 
Si bien el perdón tiene ciertos obstáculos para su realización: que la víctima no se 
sienta reparada ni cobijada por la ley, que genere en su interior un resentimiento y 
una culpabilidad proyectada a quien debería protegerla (el estado); también es 
cierto que, en condiciones ideales, donde la víctima se sienta, quizá, reparada, es 
difícil que el perdón sea aprehensible. Casi todos los teóricos del perdón desde 
Reyes Mate, SandrineLefranc y  Vladimir Jankélévitch, indican este sentimiento 
como un acontecimiento gratuito, que surge por un movimiento espontaneo de la 
psique del ofendido.  Dice LeFranc en su libro Políticas del Perdón: 
 
El <<verdadero>> perdón, construido por los teólogos y los filósofos y a menudo 
evocado por los protagonistas de las situaciones de justicia de transición, es una 
decisión libre del ofendido y del ofensor, permite reanudar una relación 
interpersonal desecha por la ofensa y supone una generosidad absoluta por 
parte de quien lo concede. (LEFRANC. 2004, p. 148). 
 
El carácter soberano de la  decisión personal de perdonar o no, constituye, más 
que un obstáculo, un desafío para cualquier política de satisfacción de víctimas. La 
principal dificultad radica en que el perdón depende de la voluntad de una persona, 
dimensión de la misma que está protegida, blindada, ante cualquier injerencia 
externa, de cualquier tipo de persuasión que le sugiera que absuelva, sinceramente 
a quien, sin embargo, considera que no está en condiciones de obtener su perdón; 
en pocas palabras, el perdón no es algo que se pueda obtener como resultado de 
una política gubernamental. A lo sumo, el Estado tiene la obligación de propiciar las 
condiciones necesarias para que las víctimas puedan considerar una posterior 
absolución; estas condiciones a las que se alude, no son otras que las medidas 
integrales de reparación, las cuales están pensadas en función de, entre otras 
cosas, lograr que la víctima perdone. 
Este rasgo eminentemente personal e intransferible del perdón, hace que su 
obtención esté supeditada a la subjetividad más íntima de alguien, lo cual no 
garantiza que las medidas de reparación logren que las víctimas, efectivamente, 
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perdonen. De acuerdo con Lefranc, […]"La figura moral del perdón parece, pues, 
estructuralmente incompatible con toda relación de orden político, ya que las 
relaciones jurídicas y políticas están mediatizadas por definición e incluso existen 
únicamente cuando un tercero – por ejemplo, el Estado- las crea” (Ibíd, p. 149).En 
consecuencia," El perdón es gratuito, aunque no gratis. Es gratuito porque nadie 
puede obligar a la víctima a concederle. El perdón es siempre un don, lo que no 
quiere decir que sea arbitrario."(Mate, Sobre la reconciliación, o de la memoria al 
perdón) 
Esta semblanza corresponde a un análisis del perdón sobre un estado de cosas 
hipotético, es decir, ideales; lo cual significa que el perdón que se pretende 
alcanzar, provendría de víctimas integralmente reparadas. Pero incluso reparadas 
como es debido, nada puede garantizar que el perdón sea concedido. Ahora, el 
caso en cuestión, o  sea, la Ley de Reparación de Víctimas y Restitución de tierras, 
dista mucho de presentar condiciones ideales. La exclusión que realiza la Ley y 
que no tiene en cuenta a las víctimas anteriores al primero de Enero de 1.985, 
opone un dique a las condiciones de posibilidad que permitirían alcanzar el perdón. 
Bajo el gravamen de la no satisfacción material de la víctima, el perdón es totalme 
nte imposible. La entrada del resentimiento ya indica un desplazamiento del 
perdón.   
En conclusión, si consideramos esta  imposibilidad del perdón, y si admitimos que 
en la ley el perdón se asume como un fin medio, para alcanzar el objetivo 
primordial de la reconciliación, y con ella la reestructuración social y la paz, 
tenemos entonces que  el sumum bonum de la paz duradera, se vuelve 
inalcanzable. Una víctima que no se siente reparada, que genere en su subjetividad 
un resentimiento, difícilmente exonerará de la culpa a su victimario, difícilmente 
accederá a la reparación simbólica que restaure en su memoria las cicatrices del 
conflicto. La víctima seguirá siendo víctima y, quizá, se sienta re-victimizada, al no 
sentirse reparada, al sentirse permanentemente excluida por una ley que, 
pretendiendo restablecer la justicia, realiza lo contrario. En una condición 
permanente de victimización, resulta muy difícil que la persona ofendida perdone. 
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En este sentido se reactiva y cobra vigencia, bajo un contexto diferente, la consigna 
de las Madres de La Plaza de Mayo, víctimas del fascismo argentino, cuya 
proclama pone de manifiesto el resentimiento constante de las víctimas que no se 
sienten reparadas:¡ni perdón, ni olvido! 
Por otro lado, la ley de víctimas es un proceso legislativo reciente que, sin lugar a 
dudas debe madurar gracias al debate público, desarrollando estrategias que 
ejecuten de forma efectiva la integralidad que promete. En este momento el 
resarcimiento moral de la víctima ya no estaría por fuera de la ley. Un bello 
panorama valido hoy solamente como un horizonte posible. Sin embargo, si la ley y 
el estado siguen haciendo caso omiso a todas estas manifestaciones, como la 
expuesta en la sentencia citada en líneas precedentes (Infra.), justificándose de no 
caer en incongruencias constitucionales, amparados bajo un principio de buena fe; 
quizá se pueda llegar a un perdón político, donde la positividad de la ley deje tras 
de sí, nuevamente, las voces  silenciadas, insatisfechas de la víctima. “El perdón es 
una categoría límite, que desborda desde luego el campo de la política, pero que 
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